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I. Introducción 

                      Las nuevas tecnologías están invadiendo literalmente nuestra vida desde el uso de las computadoras para escribir hasta el de Internet para comunicar y las mil formas de pasar imágenes y circularizar información.  La justicia  bien puede ser vista como un sistema de comunicación refinado al final del cual debe encontrase la (una)  solución para un conflicto social.


Las razones para incorporar las nuevas tecnologías a la Justicia pueden ser enunciadas: mejorar el acceso a la justicia
; forjar un acercamiento con la comunidad a través del acceso a información legal, tanto respecto del funcionamiento de la institución como a otros materiales que pueden ser de interés (por ejemplo, para la preparación de casos); facilitar y hacer más efectiva la tramitación de causas; y, en general, mejorar la organización del trabajo y productividad de los tribunales, así como optimizar la calidad de la información que es producida en audiencia, entre otras.


     El uso de las nuevas tecnologías es un fenómeno generacional a punto que ya se habla de “nativos informáticos”  mientras que nuestra  generación tuvo que incorporarlo con los costos que hasta hoy y en eterno nos dividirán de los nativos.  No todas las propiedades de un no nativo informático son negativas.
  

Nuevas tecnologías significa gobierno electrónico y la e-justicia es una parte del gobierno electrónico.

               Es cierto que las nuevas tecnologías no se prodigan igualmente en todo el mundo hay partes donde la difusión es grande sea por las redes ya existentes sea por los estándares con los cuales se rigen tanto las empresas publicas como las privadas y otro lugares donde ni siquiera hay suficiente electricidad para hacer funcionar cualquier cosa, incluyendo las computadoras.

       La revolución de las nuevas tecnologías muestra dos caras: una global y acelerada sobre el uso de las nuevas tecnologías siempre más sofisticadas. La otra es la distancia tecnológica entre países y ente sectores de un mismo país y la dificultad o tardanza de la Administración Pública – entendida latu senso -  para poder incorporar en toda la red los beneficios del gobierno electrónico.  Hay dos atrasos: la distancia entre los países y la interna en cada país donde la Administración pública no se muestra entre las más diligentes.  Por último las personas deben cambiar paradigma vital y eso no es nada fácil.

El mundo que hemos conocido está inmerso en una vorágine de cambios que todavía es precipitado valorar. Los medios de soporte informativo clásicos se muestran cada vez más obsoletos. La web, los blogs, las redes sociales como Twitter o Facebook componen un panorama nuevo en el que ahora, de forma global, barata y eficiente, miles de personas colaboran y se movilizan para dar a conocer decenas de miles de documentos. Unos papeles sin acotaciones ni opiniones añadidas. Limpios e íntegros, sin interpretaciones ni marcas de rotulador negro para ocultar nombres o situaciones comprometidas.

Un elemento nuevo se ha implantado en nuestras sociedades y es la velocidad.  No me refiero a la ansiedad que los psicólogos dicen de nuestro estado de ánimo
 la velocidad que impone las distancias entre donde vivimos, donde trabajamos y donde hacemos esparcimiento.  La velocidad que acucia las comunicaciones profesionales y demora las amicales.  La rapidez significa velocidad en el pensamiento, capacidad de síntesis: diseño de obra bien definido,  lenguaje preciso

Una comunicación intercontinental se puede realizar en minutos a través de Skype, desaparecen las cartas. Estos son hechos que acaecen en un treinteno y a los cuales hay que acostumbrarse pues siendo hechos no admiten discusiones
 y además gracias a la tecnología no prevén sino acrecentamiento, a menos que el hombre aprenda a domeñarlos.

     Pues de eso se trata: las nuevas tecnologías en la Justicia no son sino una parte del gobierno electrónico que tiene exigencias y modalidades propias pero que convive con toda la informatización pública.


Y las diversidades con que esto se va dando nos muestra un panorama totalmente dispar donde muchos no tienen electricidad y otros (menos) carecen de tiempo para accionar todos los medios que tienen a su alcance.

                      Y esto lleva tiempo.  Tiempo para que todos los centros que luego formaran la red judicial de expediente electrónico estén dotados de los elementos técnicos necesarios.  Tiempo para la formación y capacitación de los usuarios: jueces y operadores de la justicia, abogados, técnicos y el público en general. Tiempo para dictar las normas generales y especificas de estandarización y regulación de cada tipo de proceso, cada tipo de acceso a justicia. Tiempo para armonizar las diferentes partes de la automatización de la Administración pública de tal manera que sean todos interoperables. Tiempo para validar proyectos y para corregir errores. 

Ya existe una división importante con respecto al uso de las nuevas tecnologías que supone un hemisferio norte con más desarrollo que el sur. Además algunos países como Suecia, Luxemburgo y varios otros pequeños como Suiza están entre los más desarrollados y se llevan una parte importante creándose una situación de informatización mundial en forma seriada con países o regiones que tienen mayor desarrollo a aquellas que tienen muy poco.  El primer país grande con mucho desarrollo es Inglaterra,  Australia esta en el puesto 15  sobre 159 países,  Estados Unidos en el puesto 19  y Argentina en el 49.  En los países más pequeños es más fácil hacer inversiones para el e-gobierno,  Israel, Liechtenstein y Luxemburgo. Estos países han invertido considerables recursos en el gobierno electrónico durante los últimos años. De acuerdo con los resultados del Informe 2012, hay dos modelos principales de integración de gobierno electrónico que son adoptados por los 193 Estados miembros. Mientras algunos países se adhieren al modelo de portal integrado, que consiste en tener un portal nacional que consolida las funciones, otros persiguen la integración a través de varios portales basados en servicios temáticos o funcionales, por tanto, se adhieren al modelo de servicios integrados
2. La visión sistémica de  la Justicia



Una organización es un sistema socio-técnico incluido en otro más amplio que es la sociedad con la que interactúa influyéndose mutuamente.

      También puede ser definida como un sistema social, integrado por individuos y grupos de trabajo que responden a una determinada estructura y dentro de un contexto al que controla parcialmente, desarrollan actividades aplicando recursos en pos de ciertos valores comunes.

Según Bertalanffy
, el sistema es un conjunto de unidades recíprocamente relacionadas, se deducen dos conceptos: el propósito (u objetivo) y el de globalización (o totalidad). Esos dos conceptos reflejan dos características básicas en un sistema.

Para Charles François
  el mundo real es una complejidad organizada que demanda una visión sistémica  ¿Cuál es la organización interna del sistema? ¿Cuáles son sus estructuras y subestructuras? ¿Cuáles son sus funciones principales y subordinadas? ¿A qué función corresponde cada estructura?

Expresa  King  Schreiber "... este repentino aumento en la complejidad nos ha echado fuera de un sistema social que era accesible a la lógica y metido en una organización social dominada por reacciones cibernéticas. En un entorno muy complejo con inestabilidades y desbalances como es la situación de la humanidad hoy en día, los sistemas de retroalimentación son tan numerosos y tan interrelacionados que es difícil diseñarlos dentro de un modelo comprehensivo. Es aún menos posible captar estos sistemas mediante el sentido común y la intuición”.

Un sistema es un objeto complejo estructurado, cuyas partes están relacionadas entre sí por medio de vínculos (estructura) pertenecientes a un nivel determinado. Además, los sistemas se caracterizan por poseer propiedades globales (emergentes o sistémicas) que sus partes componentes no poseen.  Una sociedad humana, es un sistema compuesto por personas y diversos subsistemas sociales unidos entre sí por vínculos de varios tipos: biológicos, políticos, económicos, etc.

Si aceptamos la visión sistémica de la sociedad, la justicia (el derecho en general) puede ser visto como un subsistema que contiene los elementos esenciales de un sistema:

  Una sociedad humana, es un sistema compuesto por personas y diversos subsistemas sociales unidos entre sí por vínculos de varios tipos: biológicos, políticos, económicos, etc. Para estudiarlo requiere la construcción de un modelo que consiste en la descripción de la composición (C), el entorno (E), la estructura (S) y el mecanismo (M) del sistema. El mecanismo es la colección de procesos que se dan dentro de un sistema y que lo hacen cambiar en algún aspecto. Más precisamente, si bien el conocimiento de un sistema concreto radica en la descripción de los cuatro aspectos mencionados, la explicación científica del comportamiento del mismo la brinda la descripción de su(s) mecanismo(s), es decir de los procesos de los cuales resultan la emergencia, la estabilidad, el cambio y la desintegración de un sistema Mario Bunge.

Hay una propiedad en los sistemas que la resiliencia o sea la capacidad de los sistemas de volver a la estabilidad dinámica luego de una catástrofe. Diccionario de la Real Academia: “Psicol. Capacidad humana de asumir con flexibilidad situaciones límite y sobreponerse a ellas”.
Un sistema jurídico esta dentro de un sistema político como un subsistema.
Un sistema político es un conjunto de individuos que están unidos por lazos parentales, un sistema jurídico, normas sociales de convivencia, unidades productivas, costumbres, una o más lenguas comunes y en  general valores compartidos con respecto a muchas cosas comenzando por la noción de sucesión en el poder.

      El sistema justicia debe tener, como dijimos antes: la descripción de la composición (C), el entorno (E), la estructura (S) y el mecanismo (M) del sistema 

Además: La adaptación, que se configura por la relación del sistema con el medio exterior, dentro del cual se encuentra y con el que, a su vez, interactúa. La persecución de objetivos, que consiste en la movilización de las energías del sistema hacia las metas que se han propuesto. La de integración, que se define por las acciones que permiten mantener la coherencia del sistema.

       Composición: 1.  Un sistema de normas para aplicar (derecho vigente). 2 actores: Juzgados, jueces, fiscales, abogados, peritos,  empleados administrativos, litigantes. 3. Una cultura jurídica. 4. Una sociedad civil.

   Entorno: 1. el derecho como praxis social, 2. la sociedad como organización, 3. El sistema político. 4. Los países con los cuales se tienen relaciones jurídicas. 5. El contexto internacional.

Estructura: Depende de cada país, pero en general hay un Ministerio de Justicia y una Corte Constitucional o una Corte Suprema.  Tribunales de alzada y tribunales de primera instancia.  Hay una endo estructura que representa la manera de organizarse de los sistemas judiciales y una exo estructura más ligada a la organización política general del país, provincia o municipio.
Mecanismo: el mecanismo del sistema es el más difícil de describir pero da las pautas más claras sobre las leyes sistémicas que caracterizan un determinado sistema de Justicia nacional (o regional o local).  La justicia cada vez está ampliando mas las formas de resolución pacífica de los conflictos incorporando mediación, arbitrajes y otras formas de composición de intereses.  El pleito debería ser mas una amenaza que una rutina.


Las nuevas tecnologías abordadas en esta óptica son todas materias que tienen que ver con los aportes de las nuevas tecnologías y el mejoramiento que se puede obtener en el subsistema Justicia. Son sorprendentes las similitudes desde el punto de vista de los paradigmas informáticos y judiciales.  Lo que no se debe olvidar es que en definitiva el sistema justicia está hecho por seres humanos para seres humanos mientras que las nuevas tecnologías son solo medios.

La administración de la justicia en nuestro país y en muchos otros del mundo, especialmente de Latinoamérica, muestra serias deficiencias en su funcionamiento como consecuencia de la aceleración de los cambios tecnológicos, sociales, políticos y económicos  que afectan su eficacia y eficiencia y es sujeto de reiteradas y profundas críticas desde todos los estamentos de la comunidad. Un enfoque sistémico y cibernético del tema puede ayudar a un notable mejoramiento de la misma. Las administraciones de la justicia son sistemas sociales formales, constituidos y sostenidos conforme a finalidades, planes y reglas, más o menos abiertos, complejos y adaptativos. Los niveles directivos de las  administraciones de justicia, en la mayoría de los casos, carecen de percepciones sistémicas del entorno y del conjunto organizativo. Las modernas investigaciones en psicología cognitiva han puesto de relieve que no tenemos contacto con la realidad objetiva del entorno sino que nos relacionamos con ella a través de modelos mentales que están en  función del contexto cultural, de la formación profesional y de la experiencia vital. 
Esta visión se está abriendo paso como modelo de pensamiento evolutivamente más avanzado para la conceptualización de las organizaciones. Si queremos ir hacia una administración de justicia más acorde con la complejidad del mundo que  ella debe enfrentar y del sector de éste que debe administrar, es necesario que quienes la “gerencian” deben alejarse  rápidamente de un enfoque organizacional lineal, que no se ha modificado sustancialmente en muchas décadas; abandonar las estructuras que el tiempo ha erosionado, y concentrarse sobre modelos sistémicos integrados que se hagan cargo de la complejidad; como así de visualizar las múltiples y complejas retroalimentaciones que se producen entre los subsistemas del entorno y los sistemas que componen su entorno.

Es importante destacar que la investigación y la teoría sobre las organizaciones, en las últimas décadas, han llegado progresivamente a ver la organización como un sistema abierto y complejo en interacción dinámica con múltiples medios, que trata de alcanzar metas y realizar tareas a muchos niveles y en grados diversos de complejidad, evolucionando y desarrollándose a medida que la interacción con un medio cambiante determina nuevas adaptaciones internas. 

Dr  Luis  Escobar Faella, ex procurador general del Paraguay,   reflexionando acerca de la Administración de la Justicia dice que “es necesario partir de la concepción sistémica del fenómeno organizativo, enfatizando la necesidad de que las organizaciones que quieran estar a la altura de los tiempos deben cuidar, no sólo la calidad de sus procesos internos sino además la calidad de los resultados generados desde la perspectiva del usuario o beneficiarios de los mismos. Los sistemas cerrados autorreferenciales no tienen buen pronóstico”.

Epistemológicamente, las administraciones de la justicia sean de un país o de la comunidad de naciones  donde actúan, son sistemas sociales formales, constituidos y sostenidos conforme a finalidades, planes y reglas, más o menos abiertos, complejos y adaptativos. 
Un sistema es adaptativo si,  cuando hay un cambio en su entorno y/o estado interno que reduce su eficiencia en la prosecución de uno o más de sus propósitos  definientes de sus funciones, reacciona en respuesta  cambiando su propio estado y/o el de su entorno de manera tal que aumente su eficiencia con respecto a este propósito o propósitos. Desarrollan sus acciones y existencia en un entorno que interactúa con ellas, poseen un entorno que, en la mayoría de los casos, se constituye en un sistema cultural que hasta posee su propio lenguaje. En su proceso evolutivo se dan los fenómenos de auto organización y  según una corriente de opinión, autopoiesis, aparecen y desaparecen atractores, se producen catástrofes etc. 

Entre el sistema  y su entorno se producen flujos de materia (masa), energía e información; de manera que, desde el punto de vista de los que Ilya Prigogine denomina  “sistemas lejos del equilibrio” son estructuras disipativas, que producen bifurcaciones y que deben su existencia a los procesos entrópicos, más allá de los objetivos explícitamente enunciados y sostenidos para su creación y funcionamiento, los procesos sistémicos que se dan con el entorno y en el mismo generan procesos y fenómenos emergentes cuyas características organizacionales son propias del sistema  y cuyas consecuencias no buscadas exceden, en muchos casos,  las intenciones y comprensión de sus integrantes.

Es por ello que consideramos que la profundización de la comprensión de los procesos sistémicos y fenómenos entrópicos que se producen no sólo en estas organizaciones, sino también en las percepciones que de ellos tienen  sus integrantes es esencial para desarrollar técnicas de gestión que permitan anticipar y administrar fenómenos tales como la innovación, el aprendizaje de las interacciones entre agentes y atractores en el entorno, las continuidades y discontinuidades de los flujos, las catástrofes, etc.

       En ese sentido, sostenemos que los niveles directivos de las  administraciones de justicia  en la mayoría de los casos carecen de adecuadas percepciones sistémicas del entorno y del contorno organizativo.

3.  Los conflictos y su solución telemática

El conflicto es el elemento fundamental por el cual hay que buscar una solución que – generalmente – puede ser la justicia.  El conflicto surge de la escases de recursos o simplemente en que varias personas busquen una misma cosa o mas generalmente en una controversia acerca de valores. El conflicto social es siempre lucha por valores el tema es discernir cuales, quienes los disputan, porque,  como.

En una situación conflictiva tenemos:

1. Partes primarias o secundarias.

2. Terceros o intermediarios.

3. Objetivos que se manifiestan generalmente en posiciones

4. Asuntos conflictivos.

5. Intereses, necesidades y valores

Estos elementos no son estáticos sino dinámicos y van mutando según muten las otras partes relativas


Es curioso que en las facultades de derecho hasta hace muy poco tiempo no se enseñara teoría general del conflicto.  Es una disciplina que dominan bien los militares y entre sus gestores más eminentes pueden citarse von Clausevich y Robert MacNamara.  En los países anglófonos algo se ve en las universidades y en Argentina gracias a la obra pionera de Remo Entelman y ahora Ruben Calcaterra, comienza a corregirse este error.  Y el error es muy grave pues normalmente el derecho lo que hace es resolver conflictos,  antes: a través de sus normas,  después: a través de sus procesos.
Nada impide que todo el proceso de resolución de conflictos a través de sistemas de mediación se haga telemáticamente. Basta dotar a los mediadores de una plataforma en la cual se puedan reflejar cada una de las propuestas y/o recomendaciones.  Obviamente las partes deben tener un domicilio electrónico certificado
 El resultado es un documento en el cual ambas partes convienen algo que entienden respetar.

El sistema está muy desarrollado en USA  y comienza a implementarse en Uruguay

4. Del gobierno electrónico a la Justicia digital

La revolución de las nuevas tecnologías muestra dos caras: una global y acelerada sobre el uso de las nuevas tecnologías siempre más sofisticadas. La otra es la distancia tecnológica entre países y ente sectores de un mismo país y la dificultad o tardanza de la Administración Pública – entendida latu senso -  para poder incorporar en toda la red los beneficios del gobierno electrónico.


Pues de eso se trata: las nuevas tecnologías en la Justicia no son sino una parte del gobierno electrónico que tiene exigencias y modalidades propias pero que convive con toda la informatización pública.


Y esto lleva tiempo.  Tiempo para que todos los centros que luego formaran la red judicial de expediente electrónico estén dotados de los elementos técnicos necesarios.  Tiempo para la formación y capacitación de los usuarios: jueces y operadores de la justicia, abogados, técnicos y el público en general. Tiempo para dictar las normas generales y especificas de estandarización y regulación de cada tipo de proceso, cada tipo de acceso a justicia. Tiempo para armonizar las diferentes partes de la automatización de la Administración pública de tal manera que sean todos interoperables. Tiempo para validar proyectos y para corregir errores.


Ya existe una división importante con respecto al uso de las nuevas tecnologías que supone un hemisferio norte con más desarrollo que el sur. Además algunos países como Suecia, Luxemburgo y varios otros pequeños como Suiza están entre los más desarrollados y se llevan una parte importante creándose una situación de informatización mundial en forma seriada con países o regiones que tienen mayor desarrollo a aquellas que tienen muy poco.  El primer país grande con mucho desarrollo es Inglaterra,  Australia esta en el puesto 15  sobre 159 países,  Estados Unidos en el puesto 19  y Argentina en el 49  El espacio de direcciones virtuales para un proceso es el conjunto de direcciones de memoria virtual que se puede utilizar. The address space for each process is private and cannot be accessed by other processes unless it is shared. El espacio de direcciones para cada proceso es privado y no se puede acceder por otros procedimientos, a menos que se comparta. 

A virtual address does not represent the actual physical location of an object in memory; instead, the system maintains a page table for each process, which is an internal data structure used to translate virtual addresses into their corresponding physical addresses. 
Una dirección virtual no representa la ubicación física real de un objeto en la memoria, en su lugar, el sistema mantiene una tabla de páginas para cada proceso, que es una estructura de datos interno utilizado para traducir las direcciones virtuales en direcciones físicas de sus correspondientes. Each time a thread references an address, the system translates the virtual address to a physical address. Cada vez que un hilo hace referencia a una dirección, el sistema traduce la dirección virtual a una dirección física. 

The virtual address space for 32-bit Windows is 4 gigabytes (GB) in size and divided into two partitions: one for use by the process and the other reserved for use by the system. 
El espacio de direcciones virtuales para Windows de 32 bits es de 4 gigabytes (GB) de tamaño y se divide en dos particiones: una para su uso por el proceso y el otro reservado para el uso por el sistema. For more information about the virtual address space in 64-bit Windows, see Virtual Address Space in 64-bit Windows . 

                 El tema de las notificaciones procesales está vinculado con el domicilio y sus distintas clases, siendo el domicilio el centro de recepción o envío de comunicaciones. Es esencial que se establezcan disposiciones sobre el domicilio virtual para que las notificaciones informáticas puedan tener una eficacia adecuada. El domicilio virtual estaría conformado por la dirección electrónica que constituye la residencia habitual en la red de INTERNET de la persona.

El desarrollo más notable tuvo lugar en Alemania cuando se reconoce judicialmente la violación del domicilio virtual al afirmarse que “...el propietario de un espacio de tipo de Chat Room puede defenderse contra la violación de su domicilio virtual y excluir al agresor, por medio de un recurso judicial “.

Se trata de un concepto, que si bien fue introducido originalmente en Francia en el affaire Brel (TGI Paris, référé, 14 de agosto de 1996), tuvo como un desarrollo espectacular, si bien sobre bases distintas, por la Corte de Apelaciones de Colonia, Alemania el 25 de agosto de 2000. El mérito de la sentencia es el reconocer la responsabilidad del agresor por la violación del domicilio virtual, destacando el interés de la justicia de resolver, dentro del cuadro de la legislación tradicional, los litigios producidos en línea. 
Una visión sistémica moderna del gobierno electrónico supone la introducción de las nuevas tecnologías en todos los ámbitos de los tres poderes. Esa visión unitaria facilita la tarea de aplicar luego a cada uno de ellos la parte especifica. Existen partes unitarias que se aplican a todo el proceso del gobierno electrónico y que se derraman en cada una de las aplicaciones empezando por el reconocimiento del valor jurídico del documento electrónico y la firma digital hasta el uso de Internet y obviamente el reemplazo del papel.
El gobierno electrónico hace referencia a la incorporación de la tecnologías de la información y las comunicaciones en las administraciones públicas en dos vertientes: desde un punto de vista intraorganizativo transformar las oficinas tradicionales, convirtiendo los procesos en papel, en procesos electrónicos, con el fin de crear una oficina sin papeles y desde una perspectiva de la relaciones externas habilitar la vía electrónica como un nuevo medio para la relación con el ciudadano y empresas. Es una herramienta con un elevado potencial de mejora de la productividad y simplificación de los diferentes procesos del día a día que se dan en las diferentes organizaciones.

La definición de la Comisión  de la Unión Europea es la siguiente: “La Administración electrónica es el uso de las TIC en las AAPP, combinado con cambios organizativos y nuevas aptitudes, con el fin de mejorar los servicios públicos y los procesos democráticos y reforzar el apoyo a las políticas públicas”

La manifestación más evidente de esta política es el uso de Internet por parte de los organismos públicos para entregar información a los ciudadanos o realizar trámites que ordinariamente deben hacerse en una ventanilla. Otros ejemplos de lo que el gobierno electrónico puede entregar son: seguimiento de la actividad de un parlamentario, recabar información sobre el estado de un proyecto de ley, informarse sobre los procesos de licitación de una repartición estatal, solicitar certificados sin abandonar el escritorio o incluso votar por alguna iniciativa de interés de la persona. En algunos casos, los ciudadanos podrían ver en vivo sesiones de su Congreso a través de webcams.  Esto muestra que el gobierno electrónico nació como una actividad dentro de la Administración pública pero hoy se aplica a todos los poderes del Estado y los poderes descentralizados como Provincias y Municipios

Hace 20 años se discutía si era posible y en su caso querible un proceso que insertara en la gobernanza las Tics produciendo lo que se dio en llamar gobierno electrónico o e-gobierno.  El tema hoy está fuera de discusión se acepta normalmente el gobierno electrónico aun en países que tienen un fuerte atraso en materia de desarrollo de las nuevas tecnologías. A la luz de toda la experiencia realizada sobre todo en aquellos países donde el gobierno electrónico se ha desarrollado el tema actual es ¿Cómo hacer la transformación?

Las nuevas tecnologías no pueden, al igual que las viejas, resolver los seculares problemas del hombre, creerlo es vana ingenuidad; al mismo tiempo no pueden (por la misma razón) ser hontanar de vicios y desgracias. Son solo medios que cambian el ambiente humano. El hombre siempre puede elegir aunque el condicionamiento ambiental sea grande de lo que tratamos de ocuparnos en cuanto, cómo y en qué sentido cambia el condicionamiento ambiental, cambiando la cultura
Un programa de gobierno digital es ante todo un proyecto de políticas públicas en el cual se imaginan escenarios, se programan acciones y se actúan relaciones eficientes dentro de la administración y en relación con los ciudadanos y las empresas.
Definir un modelo ideal permite establecer qué partes son aplicables a qué lugar de la Administración, calcular los tiempos, formar el personal y establecer los criterios de control para saber en qué medida y con cual resultado se está cumpliendo la reforma.

Dado que todas las ciencias sociales son empíricas, este modelo ideal sirve solo como tal y necesita una contextualización de región, de país, de institución  y de demandas sociales.  Personalmente estoy convencido del aporte que pueden realizar y realizan los  organismos internacionales y los consultores extranjeros,  pero al mismo tiempo creo que solo la propia Administración, luego de un período de formación y de prueba está en condiciones de formular por completo y hacer funcionar cualquier sistema de gobierno digital.


El gobierno digital cubre prácticamente todas las aéreas que corresponden a las relaciones entre los ciudadanos y las empresas con la Administración pública (lato sensu)  y tiene dos claros límites: la privacidad
 y la divergencia tecnológica.  La primera es bueno cultivarla pues las nuevas tecnologías son invasivas.  La segunda es inevitable y comprende no solo la diferencia de software y hardware sino, fundamentalmente, la preparación de los seres humanos ante esta revolución aun temprana.  Simplemente la edad de los usuarios es un elemento importante además de la preparación específica.
La producción típica de la Administración pública es una política de servicio en la cual se deben adecuar los recursos humanos (vacantes, skill, turnover) en términos normativos normas generales, normas técnicas, praxis administrativas consolidadas y adecuadas a la situación y con relación a factores de información completos, coherentes y no redundantes, inmediatamente disponibles con un orden administrativo exógeno compatible.  Para adecuarla a los mejores usos de las  TIC se requieren cambios de adecuación en el “proceso”: modificaciones normativas, innovación organizativa y tecnológica y de “producto”: evolución de las relaciones derechos/deberes entre la Administración y la Sociedad modificando las políticas sectoriales.

Toda Administración produce legacies  en la estratificación productiva de una organización compleja que son el resultado da las diferentes velocidades de adaptación frente a la definición de nuevas políticas en base a las nuevas exigencias sociales. Tales legacies deben ser objeto de un profundo análisis y revisión con los actores involucrados
El centro de todo el gobierno electrónico es el reconocimiento del valor jurídico del documento electrónico y la posibilidad del reconocimiento de la autoría (firma digital)

Esto permite la creación, circulación, archivo y recuperación de la documentación electrónica, la validez de las notificaciones, de los certificados y de la misma legislación y – en tiempos breves – de la publicación y la relativa publicidad.


Dos nuevos elementos completan el reconocimiento y la circulación de la documentación digital: el protocolo digital y la cédula de identidad electrónica.

Satisfechos estos elementos básicos es posible construir válidamente todas las relaciones de la Administración consigo misma, con las empresas y con los ciudadanos y  viceversa.


Un tema importante es que toda la Administración pública debe tener la circulación de su documentación internamente, de tal manera que basta una ventanilla virtual para que el ciudadano o la empresa tengan acceso a la documentación que les atañe.

Hacer válido aquello de “en vez de hacer cola, haga clic”. Parece revolucionaria en término de medios probatorios pero si se van a revisar antecedentes notables como la Convención de Viena en materia de compraventa internacional no lo son tanto.


Teniendo en cuenta la importancia de la firma electrónica para la validez y autoría de un documento electrónico cobra importancia la firma electrónica. Esta es – en general – un procedimiento de software que produce un resultado sintáctico sobre el documento al cual se aplica, dado que ha prevalecido la técnica criptográfica y en particular la criptografía de llaves asimétricas de tal manera que una llave la custodia el autor del documento firmado (clave privada)  y la otra un ente certificador, la llamada clave pública.

Desde este punto de vista la autoridad certificante funciona como un Registro en el cual se depositan las claves publicas de las firmas electrónicas y la organización de estos entes certificadores configura un cuadro complejo dado que según sea el diferente grado de tutela y seguridad se tienen diferentes grados de tutela y seguridad de un documento firmado electrónicamente.  Un criterio general y estándar par la validez de las firmas electrónicas es lo que se denomina en inglés Open Public Key Infrastructures (PKIs), vale decir la infraestructura abierta de llaves públicas (PKI).

Argentina ha desarrollado con evidentes diferencias los elementos fundamentales del gobierno electrónico creando los sitios de gobierno electrónico y dictando la ley 25 506  de reconocimiento del documento electrónico y la firma digital
.


El gobierno electrónico va cubriendo las necesidades de conexión entre las diferentes entidades de la Administración pública en los tres poderes y entre ellas y los ciudadanos que se van acostumbrando a un trámite directo, electrónico y rápido para cubrir las necesidades de su vida personal o comercial
 

4.1 Definición de gobierno electrónico

El concepto de "Gobierno Electrónico" incluye todas aquellas actividades basadas en las nuevas tecnologías informáticas, en particular Internet, que el Estado desarrolla para aumentar la eficiencia de la gestión pública, mejorar los servicios ofrecidos a los ciudadanos y proveer a las acciones del gobierno de un marco mucho más transparente que el actual, tanto en las aplicaciones internas como las externas de las tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC) en el sector público.

De acuerdo a un estudio desarrollado por la IBM, el e-Gobierno consiste en interconectar horizontal - en un mismo nivel - y no verticalmente a todos los servicios y departamentos del gobierno para mejorar sustancialmente la calidad en la entrega de servicios, con el consiguiente beneficio para la ciudadanía y las empresas. Tradicionalmente las personas debían acudir a cuatro o cinco oficinas o departamentos de gobierno para resolver un permiso o patente, y tardaban meses e incluso años, en cambio ahora todo se resuelve, a lo más, en días, y a veces horas.

¿Cómo funciona? A la comunidad se le proporciona acceso a información de gobierno por múltiples canales como internet, en forma personal, por teléfono o vía fax, para resolver diferentes trámites y en un corto tiempo.

Para la consultora FORRESTER (2005), el e-gobierno constituye "aquellas aplicaciones que utilizan los gobiernos federales, locales o provinciales a través de las cuales se pueden realizar pagos y solicitar documentación por Internet".

Gobierno Electrónico, incluye todas aquellas actividades basadas en las tecnologías informáticas, en particular Internet, que el Estado desarrolla para incrementar la eficacia de la gestión pública, mejorar los servicios ofrecidos a los ciudadanos y proveer a las acciones de gobierno de un marco transparente.

Mientras que el Concepto de Gobierno en Línea puede definirse como  el Conjunto de relaciones (Información, trámites y transacciones) que establece el Estado con los ciudadanos a través de portales y redes electrónicas de acuerdo a las políticas y estándares de Gobierno Electrónico.

La Justicia electrónica: no es más que un capitulo del Gobierno electrónico y sirve de muchos de los elementos, portales y medios del gobierno electrónico, pero por sus particulares características representa un tema en sí mismo.

La digitalización de la Justicia es un largo proceso que comienza en el gobierno electrónico: a medida que los organismos de los tres poderes se van dotando de sistemas informativos digitales, los cuales – a su vez -  pueden ir prestando servicios como certificaciones y procedimientos cada vez más complejos, ayudan a la Justicia para llegar al expediente sin papel.


Pero este, en sí mismo, es un complejo procedimiento que va partiendo con lo que se puede lograr y desde diferentes ángulos va conformando el acercamiento a la eliminación total del papel. En todo este proceso la parte más difícil consiste en transformar todo lo que actualmente reposa sobre papel, esto es los procesos en curso, en soportes digitales.  Normalmente es la última parte de la operación de digitalización y está llena de dificultades
.

La actividad judicial tiene tres procesos fundamentales: la reunión de la información, el desarrollo de la comunicación entre los involucrados y la toma de decisión.


En cada uno de estos procesos puede intervenir el elemento electrónico y todas las nuevas tecnologías, pues hay información que está en videos o que puede realizarse a través de videoconferencias o en procesos más sofisticados de adquisición, transmisión y conservación de datos.  La decisión es siempre la aplicación de un conjunto de normas a un caso determinado.


Toda la parte relativa a la consulta y recuperación de leyes y decretos nacionales y provinciales se centra en Argentina en una base de datos muy completa y amigable “infojus”
  Sistema argentino de informática jurídica, portal del Ministerio de Justicia que actualmente es de uso libre y gratuito.



La autoridad certificante de firma digital permite que cualquier ciudadano obtenga un certificado de firma digital para usar en sus correos electrónicos accediendo a la página respectiva

Una concepción sistémica de la justicia ve a ésta de una manera más amplia y permite concebir todo el proceso de justicia como una amplia panoplia de recursos que permiten a las partes llegar a una solución normativa que no necesariamente debe pasar por el proceso.


Toda la gama de resolución de conflictos hace que el juicio sea una última solución cuando todas las demás han fracasado.

Ello puede darse también con nuevas tecnologías como por ejemplo las que se usan en EEUU y ahora en otros países como forma de resolución en línea los mecanismos Online Dispute Resolution (ODR en su acrónimo en inglés), también conocidos como métodos de Resolución de Electrónica de Controversias (REC) y que plantean la resolución en línea de controversias mediante mediación y/o arbitraje, han tenido un desarrollo significativo en los últimos años. La Corte de Arbitraje de Madrid ha sido pionera en España en ofrecer un sistema de tramitación de arbitrajes on-line, denominado TAO-OAM.

Los mecanismos, por haber nacido en USA son denominados “justicia privada”  pero no tienen nada de privado si el sistema de Justicia los incorpora como una parte de su resolución de conflictos.

Las TIC pueden ser utilizadas en el sistema de justicia:

a. Como un instrumento de apoyo. 

     Apoyando diversos procedimientos o actuaciones, facilitándolos, pero esencialmente el proceso judicial se administra y desarrolla “fuera de línea”. En la actualidad podemos ver este tipo de interacción en nuestro sistema judicial gracias a la posibilidad que tienen los usuarios de consultar a través de Internet el estado de los procesos en algunas de las ciudades más importantes del país, a través del sitio web de la Rama Judicial.  O facilitando las notificaciones.

b. Como herramienta de administración de todo el proceso judicial, sin importar que algunas actuaciones se realicen “fuera de línea”.
 Las TIC, como un verdadero sistema de solución en línea de controversias, alcanzando la meta final y más ambiciosa: la relación mas estrecha posible entre las TIC y la administración de justicia, una vez se han superado todos los desafíos que la tecnología le impone a la  concepción tradicional del proceso, tales como la identificación plena de los sujetos procesales, el reconocimiento de los documentos electrónicos y la seguridad sobre las actuaciones procesales.
 Países que han comenzado hace tiempo este proceso de llegar al expediente sin papel como EEUU,  Italia y España,  tienen todavía dificultades de ajustar requisitos procesales a las nuevas tecnologías y viceversa.  Sin embargo el camino realizado muestra la factibilidad del proceso.

Es cierto que en un país federal las cosas se complican: además de un servicio de justicia federal existen servicios provinciales que se rigen por sus propias leyes y que hasta tienen códigos procesales diferentes.  Probablemente la solución consista en un buen sistema federal que vaya dando las características y los estándares nacionales y una serie de acuerdos interprovinciales y con la Nación para ir haciendo de esos sistemas múltiples sistemas interoperables.

En 2011 se dicto la ley 26.685, que autoriza la utilización de expedientes, documentos, firmas y comunicaciones electrónicas con el mismo valor probatorio que sus equivalentes tradicionales. El decreto 919/2011 promulgó esa norma.


La Corte Suprema de Justicia de la Nación y el Consejo de la Magistratura de la Nación reglamentarán, de manera conjunta, la utilización del expediente electrónico para todos los procesos judiciales y administrativos que se tramiten ante el Poder Judicial de la Nación.


Hace rato que hay muchas y validas aplicaciones de expediente electrónico en la Argentina.  En algunas provincias como San Luis en forma muy activa, y en general hay una gran cantidad de iniciativas que en el 2005  confluyeron en un proyecto piloto.

En el fuero penal de la Capital Federal muchas de las citaciones se encomiendan a las comisarías por correo electrónico. Y se consultan registros, como el de la propiedad inmueble o automotor, a través de la red con claves que aseguran la autenticación de los fiscales que realizan las consultas.

En otros fueros se realizan consultas de los expedientes por internet y se realizan algunas acciones, en particular notificaciones.

Los Juzgados Civiles 3, 14, 89 y 98 de la Capital Federal incorporaron y comenzaron a utilizar un nuevo software de gestión que tiene como objetivo un tratamiento electrónico ágil de las causas judiciales.
Una de las tecnologías a utilizar es la filmación de audiencias

La inmediación procesal lo que quiere conseguir es ese contacto directo con el declarante que revele no solo “sus dichos”  sino también sus actitudes comunicantes.  Esto es particularmente interesante en los careos donde más allá de lo que se dice – generalmente poco y repetitivo de las respectivas posiciones – es interesante ver como la comunicación total traiciona a alguna de las partes frente a alguna pregunta o afirmación del otro.

4.2 Portales de gobierno electrónico


La mayor parte de los países han desarrollado portales desde los cuales pueden dispensar el gobierno electrónico Se basa principalmente en la implantación de herramientas como portales, ERPs, que en caso de los gobiernos se conocen como GRPs, CRMs, como redes sociales o comunidades virtuales y muchas otras, buscando una mejora en la eficiencia y eficacia de los procesos internos y de vinculación con la sociedad.

El gobierno electrónico, en sentido amplio, comprende la implementación de las tecnologías de la información por parte de los gobiernos con el fin de mejorar tanto la gestión interna de las administraciones públicas como la interacción con la ciudadanía.

En este sentido, se procura analizar un conjunto de portales municipales para examinar el nivel de desarrollo de servicios que brindan desde la perspectiva del ciudadano. Es decir, las aplicaciones o herramientas que están disponibles para la ciudadanía ya sea para mejorar el acceso a la información y las prestaciones públicas como para aumentar los canales de participación ciudadana (e-Democracia).

Por cierto que concebir las relaciones Administración pública – ciudadano a través de redes de computadoras, trae una enorme cantidad de ventajas y un número aún no precisado de complicaciones.  Por ejemplo: cada administración se comunica con sus ciudadanos y le ofrece todos los servicios de que dispone en su jurisdicción.   Esto es una buena cosa pero en seguida muestra sus límites: ¿por qué el ciudadano debe dirigirse a cada administración para obtener los datos y certificados que necesita?  ¿Porqué no obtener desde una administración única todos los datos?  La respuesta a esta pregunta es lo mejor del ejemplo: porque no es necesario. Si todas las administraciones estuvieren vinculadas entre sí el ciudadano recurriendo a una tiene posibilidad de acceder a los datos de todas sin necesidad de crear una superfetación como sería una estructura de segundo nivel que repitiera todos los datos que ya tiene cada Administración 

            Las relaciones poder central poderes descentralizados siempre implica una determinación de cuánto, qué cosa, cómo, quién lo hace, con qué garantías.  Además la relación debe ser biunívoca en modo tal que no solo el poder local tenga la facultad para operar en situ, sino que debe hacerlo en modo tal que el poder central esté inmediatamente informado, sea para poder satisfacer las demandas de los ciudadanos, sea para evitar superposiciones y lagunas
.  El resultado es una gestión transparente donde cada parte sabe lo que puede y debe hacer y el ciudadano puede controlar que se haga y que  no se haga sino eso.  No es un mundo de utopía, es tan concreto que la CCE ya desde 1981 recomendaba a sus Estados que las licitaciones se hicieran por medios electrónicos para que la transparencia excluyera a las mafias.


Para implementar esta revolución es necesaria no solo la voluntad política del poder sino la preparación de los funcionarios y los empleados que deben cargar y mantener el sistema.

       Prácticamente todos los eventos de la vida humana son seguidos en el gobierno electrónico desde el nacimiento hasta la muerte y algo parecido sucede con las empresas 

      Argentina, Uruguay y Brasil son países activos en la implementación del e-gobierno. Brasil posee más de 3500 sitios gubernamentales. En Uruguay, la Intendencia de Montevideo fue una de las primeras en informatizarse, en 1970. Buenos Aires comenzó en la década de los 90. En los tres países el uso de las tecnologías de información y comunicación (TIC) en los gobiernos locales está ligada a las estrategias económico-políticas nacionales (Brasil y Uruguay apuestan a la Sociedad de la Información como una vía de desarrollo; Argentina está comenzando a visualizarla como una de las salidas de la crisis). 

    4.3 Tipos de gobierno electrónico enfocado en la justicia

      El tipo de gobierno electrónico enfocado en la justicia generalmente depende del tipo de sistema político en vigor.  Por ejemplo en un sistema parlamentario con una organización unitaria es más fácil desarrollar un portal nacional que contiene todos los elementos para el sistema nacional más las especificaciones para los gobiernos locales.  Esto puede verse aun en países que dicen tener una organización política con presencia de Regiones o Autonomías como España o Italia  en ambos países (y gracias a su vocación unitaria)  el gobierno electrónico judicial esta centralizado y desde él se pueden realizar todas las acciones que el juez, el fiscal, el abogado y las partes necesitan.

Tema diferente es el relativo a los portales de los países federales donde, además del sistema federal,  cada provincia presenta su propio portal y allí suceden transacciones relativas a la propia provincia.


A este propósito ver el sitio del Sistema Judicial de la Corte Suprema de Justicia argentina http://www.pjn.gov.ar/  y los relativos a las 23 provincias mas la ciudad autónoma de Buenos Aires

4.4  El gobierno electrónico como back office y como front office.


Como dijimos antes si toda la Administración pública entendida lato sensu se convierte en un inmenso reservorio de documentos que pueden circular porque siguen todos un mismo estándar,  será fácil para esa misma administración tener una ventanilla privilegiada donde el usuario  puede acceder directamente a esos datos y gracias a los criterios de jurisdicción de los propios organismos realizar todos los procesos que también hemos visto ilustrados sea para los ciudadanos, sea para las empresas.


Este mismo criterio se traslada a la función judicial y el ciudadano puede obtener directamente una certificación o impulsar una acción que anteriormente requerían la presencia física y la presentación de un trozo de papel.

         La implementación del gobierno electrónico requiere mucho trabajo aún para lograr los objetivos enunciados en la Carta Iberoamericana. Un gran potencial debe ser dirigido por el liderazgo gubernamental, la normativa, la agenda de gobierno, las constelaciones de trabajo y el diseño de indicadores y análisis de resultados para aprovechar el desarrollo de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación para lograr un estado más accesible e igualitario.
       Como consecuencia de diversos factores no habrá un modelo único de gobierno electrónico en Iberoamérica. El estado nacional definirá objetivos centrales y resultados esperados, un portal de acceso central en red con su estructura y vinculado con los niveles provinciales de gobierno.
      Las organizaciones públicas deben definir sus propios objetivos. No cambiarán su estructura de manera significativa, pero deben adaptar sus procesos para brindar mejores servicios y con mayor alcance.
     Los agentes públicos están habituados a las nuevas tecnologías pero no al trabajo en redes humanas. Deben adoptar la adhocracia
 interna guiada por un fuerte liderazgo de los directivos que los respalde en sus iniciativas. Es imprescindible consultar a los ciudadanos en el diseño y la evaluación de los servicios públicos.
      El sector privado debe ser invitado a trabajar en conjunto con el sector público, a participar del trabajo en equipo y el diseño de propuestas.  Este es un punto fundamental que llevara años difundir y ser aceptado:  también el sector privado debe aceptar los estándares vigentes en materias de adquisición, transmisión y conservación de datos de tal manera de convertirse a su vez en un front office privado que,  unido al front office público,  cree una base de datos extraordinariamente rica para permitir a público y privado extraer desde una ventanilla (se irá viendo cuando y donde
)  los datos que sirven al ciudadano para un efectivo gobierno electrónico.


La Carta Iberoamericana (2007) entiende al “Gobierno Electrónico” como el uso de las tecnologías de la información y la comunicación en los órganos de la Administración para mejorar la información y los servicios ofrecidos a los ciudadanos, orientar la eficacia y eficiencia de la gestión pública e incrementar sustantivamente la transparencia del sector público y la participación de los ciudadanos.

        Los primeros pasos comunes emprendidos por los gobiernos de Iberoamérica en gobierno electrónico han sido el dictado de normativa sobre criterios rectores, la elaboración paulatina de una agenda de gobierno, la designación de órganos encargados de la guía e implementación, el nombramiento de referentes y el estímulo de iniciativas en los organismos públicos.

                   Los valores centrales predicados por esta Carta son: igualdad, legalidad, conservación, transparencia y accesibilidad, seguridad, responsabilidad y adecuación tecnológica. También hay coincidencias en que se debe poner el foco en los destinatarios del gobierno electrónico: el ciudadano y la sociedad.

Hay dos  prioridades que deben atenderse:

                 El primer reto es lograr la plena accesibilidad al gobierno electrónico. ¿Por qué es imperioso disminuir la brecha digital? Porque atenta contra el derecho de igualdad de oportunidades de los ciudadanos. Paulatinamente esta brecha se achica dentro del gobierno argentino y el 50% de la población tiene algún modo de conexión a Internet. A pesar que la brecha digital y de alfabetización se acorta, persiste la exclusión en la población de menores ingresos y por razones geográficas, ya que la mayor concentración de servicios presenciales y disponibilidad de redes y computadoras se da paradójicamente en los centros más poblados y que gozan de mayores ingresos y de nivel educativo.

               El segundo reto es homologar la información que se brinda a distancia para acceder a los servicios con la información que se provee en forma presencial: la normativa, los procedimientos, los requisitos. Los ciudadanos son cautivos del sector público en tanto tienen obligación de concurrir a sus oficinas para ejercer sus derechos y cumplir obligaciones. No conocen toda la legislación ni el alcance de los programas y servicios que se diseñan en la Nación y que tienen alcance regional y local. Desean perder el menor tiempo posible ante el arduo proceso: ubicar los puntos de contacto de la organización, horarios de atención, recibir información clara sobre requisitos, resolución de dudas, sus aranceles, tiempo de demora durante el trámite. No les interesan tanto los procesos internos de los trámites como el resultado obtenido.

              Tal vez se estén albergando demasiadas esperanzas en los nuevos sitios web institucionales y en su crecimiento un tanto desordenado ¿Están testeando los organismos las capacidades de los ciudadanos con Internet y sus herramientas informáticas? ¿Cómo se comportan los empleados públicos en los puntos de contacto presenciales? ¿No están enviando a la gente a consultar las páginas web sin resolver sus dudas en forma presencial? También persiste la derivación de la gente a dependencias sin conocer siquiera los puntos de contacto como dirección y teléfono.

     Los ciudadanos básicamente desean disponer de información para acceder a los servicios públicos. Esta información debe tener determinados requisitos: Actualizada: la tecnología brinda la posibilidad de la actualización en línea en forma rápida y segura. Comprensible: incluso para personas de instrucción básica. Suficiente y graduada: de acuerdo con distintos tipos de destinatarios y sus necesidades o referencias para obtener mayor información en caso de necesidad. Coherente: La información brindada en un punto de contacto no debe ser distinta o contradictoria con lo requerido para acceder al producto. Variedad y validez de los anales y herramientas existentes: para la disponibilidad de información y la consulta: presencial, telefónica gratuita, fax, página web, correo electrónico, guías de servicios y trámites. Es importante contar con un directorio completo de puntos de contacto del Estado de acceso público a distancia.


El siglo XXI será el siglo de los estándares pero estos ya existen y se trata de ir adaptando la propia información a ellos de esa manera se evitan dos peligros inminentes: el primero crear catedrales en el desierto aptas solo para quienes las visitan,  el segundo poder ofrecer sin tapujos información pública y privada a través de ventanillas electrónicas que cada uno ira construyendo según las necesidades de la zona en la que vive sin perder la universalidad de los estándares.


Nunca estuvimos tan cerca de la universalidad de las leyes (de estándares) como ahora que el gobierno electrónico será una realidad y en gran medida lo es en algunas partes del mundo.


Luego de las dos prioridades marcadas se podría avanzar en los organismos públicos en desarrollos específicos orientados por su importancia, por la demanda y el desarrollo tecnológico necesario. Algunos son de relativo bajo costo, tales como el otorgamiento de turnos a distancia, la consulta del estado del trámite y fecha de entrega del producto y la posibilidad de realizar reclamos y sugerencias. Ejemplos de estas prioridades puede ser el otorgamiento del Documento Nacional de Identidad con modernas normas de seguridad. Este documento es imprescindible para poder realizar muchos otros trámites, además de demostrar la identidad ante cualquier requirente.  El  DNI  será el documento alrededor del cual se irá construyendo todo el edificio del gobierno electrónico con datos específicos que pueden ser colocados en el chip del mismo.


No caben dudas que la organización federal constituye un problema para la estandarización que es necesario afrontar y vencer.

Aún en los países con estructura federal de gobierno, existe un fuerte influjo centralizador del estado nacional en el diseño de las políticas y de los servicios públicos, que determina el alcance graduado y decreciente en la toma de decisiones sobre los mismos. El estado nacional impone a las provincias el desarrollo de programas y servicios y también despliega la estructura divisional en las provincias, como es el caso del Registro Nacional de las Personas. Los estados nacionales definen la normativa general, los procesos para la producción de muchos servicios públicos, los requisitos solicitados y la información brindada a la ciudadanía para acceder a los mismos.

                    También el Estado define la tecnología a emplear en el ámbito público. En Argentina la Oficina Nacional de Tecnologías de Información (ONTI) es el órgano rector en materia de empleo de tecnologías informáticas de la Administración Pública Nacional. Su principal objetivo es asistir al Secretario de la Gestión Pública en la formulación de políticas informáticas y en la implementación del proceso de desarrollo e innovación tecnológica para la transformación y modernización del Estado. En esta línea, promueve la estandarización tecnológica en materia informática y la integración de nuevas tecnologías, su compatibilidad e interoperabilidad, de acuerdo con los objetivos y estrategias definidas en el Plan Nacional de Gobierno Electrónico, aprobado por Decreto N° 378/2005.
4.5 La firma electrónica
     Firma electrónica es una firma digital contenida o almacenada en un contenedor electrónico, normalmente un chip ROM. Su principal característica diferenciadora respecto a la firma digital es su cualidad de ser inmodificable (que no inviolable). No se debe confundir el almacenamiento en hardware, como por ejemplo, en un chip, con el almacenamiento de la firma digital en soportes físicos; es posible almacenar una firma digital en una memoria flash, pero al ser esta del tipo RAM y no ROM, no se consideraría una firma electrónica sino una firma digital contenida en un soporte físico.
Firma digital es un esquema matemático que sirve para demostrar la autenticidad de un mensaje digital o de un documento electrónico. Una firma digital da al destinatario seguridad en que el mensaje fue creado por el remitente, y que no fue alterado durante la transmisión. Consiste en un método criptográfico que asocia la identidad de una persona o de un equipo informático al mensaje o documento. En función del tipo de firma, puede, además, asegurar la integridad del documento o mensaje.

       El artículo 1 del Proyecto de Régimen Uniforme para las Firmas Electrónicas de UNCITRAL, establece que por firma electrónica se entenderá los datos en forma electrónica adjuntos a un mensaje de datos o lógicamente vinculados con él, y que se utilicen para identificar al firmante del mensaje de datos e indicar que el firmante aprueba la información contenida en el mensaje de datos.
La firma digital puede ser definida como una secuencia de datos electrónicos (bits) que se obtienen mediante la aplicación a un mensaje determinado de un algoritmo (fórmula matemática) de cifrado asimétrico o de clave pública, y que equivale funcionalmente a la firma autógrafa en orden a la identificación del autor del que procede el mensaje. Desde un punto de vista material, la firma digital es una simple cadena o secuencia de caracteres que se adjunta al final del cuerpo del mensaje firmado digitalmente.

La aparición y desarrollo de las redes telemáticas, de las que internet es el ejemplo más notorio, ha supuesto la posibilidad de intercambiar entre personas distantes geográficamente mensajes de todo tipo, incluidos los mensajes de contenido contractual. Estos mensajes plantean el problema de acreditar tanto la autenticidad como la autoría de los mismos.

Concretamente, para que dos personas (ya sean dos empresarios o un empresario y un consumidor) puedan intercambiar entre ellos mensajes electrónicos de carácter comercial que sean mínimamente fiables y puedan, en consecuencia, dar a las partes contratantes la confianza y la seguridad que necesita el tráfico comercial, esos mensajes deben cumplir los siguientes requisitos:

1º.- Identidad, que implica poder atribuir de forma indubitada el mensaje electrónico recibido a una determinada persona como autora del mensaje.

2º.- Integridad, que implica la certeza de que el mensaje recibido por B (receptor) es exactamente el mismo mensaje emitido por A (emisor), sin que haya sufrido alteración alguna durante el proceso de transmisión de A hacia B.

3º.- No repudio o no rechazo en origen, que implica que el emisor del mensaje (A) no pueda negar en ningún caso que el mensaje ha sido enviado por él.

La firma digital es un procedimiento técnico que basándose en técnicas criptográficas trata de dar respuesta a esa triple necesidad apuntada anteriormente, a fin de posibilitar el tráfico comercial electrónico.

Un certificado digital es un archivo electrónico que tiene un tamaño máximo de 2 Kilobytes y que contiene los datos de identificación personal de A (emisor de los mensajes), la clave pública de A y la firma privada del propio Prestador de Servicios de Certificación. Ese archivo electrónico es cifrado por la entidad Prestadora de Servicios de Certificación con la clave privada de ésta.

Los certificados digitales tienen una duración determinada, transcurrida la cual deben ser renovados, y pueden ser revocados anticipadamente en ciertos supuestos (por ejemplo, en el caso de que la clave privada, que debe permanecer secreta, haya pasado a ser conocida por terceras personas no autorizadas para usarla).

Gracias al certificado digital, el par de claves obtenido por una persona estará siempre vinculado a una determinada identidad personal, y si sabemos que el mensaje ha sido cifrado con la clave privada de esa persona, sabremos también quién es la persona titular de esa clave privada.

La autoridad certificante funciona como un Registro en el cual se depositan las claves publicas de las firmas electrónicas y la organización de estos entes certificadores configura un cuadro complejo dado que según sea el diferente grado de tutela y seguridad se tienen diferentes grados de tutela y seguridad de un documento firmado electrónicamente.  Un criterio general y estándar para la validez de las firmas electrónicas es lo que se denomina en inglés Open Public Key Infrastructures (PKIs), vale decir la infraestructura abierta de llaves públicas (PKI).


Las soluciones son diferentes en distintos piases. Estos entes certificadores pueden ser públicos o privados pero deben atenerse a reglas que los hacen distinguir entre entes aptos para una firma pesada (más segura) o ligera. En general hay un ente nacional que coordina, dirige y controla estas autoridades certificantes: es la Autoridad de Certificación raíz de la cual dependen todas las otras.

.
En los EEUU, cada estado tiene una y esto ha generado no pocos problemas, sobre todo para la validez interestadual de estas firmas. Por esa razón se ha creado una autoridad que constituye un puente entre todas las autoridades estaduales, justamente el Federal Bridge Certification Authority (FBCA).


Las Autoridades Certificantes son responsables de generar y custodiar los certificados de llave publica que mantienen los requisitos de seguridad, autenticidad e integridad ya citados  en la norma ISO 7498.  El problema es, como siempre, quod custodia custodes, vale decir cómo hacer para controlar estas autoridades de certificación y sobretodo obtener lo que en informática se llama interoperabilidad y en política acceso de todos desde cualquier punto del país en forma inmediata y poco costosa.

La accesibilidad económica es un valor importante para la participación generalizada y sin exclusiones y se convierte en un motor de desarrollo.

            Se habla mucho que el cambio tecnológico traerá aparejado el cambio en las estructuras organizacionales del estado. Sin embargo, por lo general estas estructuras son rígidas y la llegada del gobierno electrónico no cambiará esto, al menos en el corto plazo. 

            Junto con la centralización, otro factor determinará la variedad de modelos de gobierno electrónico: la implantación de nuevas tecnologías en un entorno de cambio acelerado. Esto sumará un nuevo interrogante: ¿qué tecnologías aplicar a estructuras rígidas y poco sensibles a las necesidades de los ciudadanos?

             Estas dos variables se irán debatiendo y consensuando en forma progresiva en ámbitos de colaboración, asistencia técnica e intercambio de experiencias. 
4.6  La llamada desmaterialización de los procesos. 
        Hay en este campo un equívoco que se prolonga en el tiempo y que será difícil de eliminar.  Es la llamada desmaterialización  gracias a la documentación informática.  Es cierto que se reemplaza la información contenida en soporte de papel por otra sostenida en discos duros, en CD y en otros contenedores incluida la nube.  Pero todos ellos son absolutamente materiales y reemplazan una materialidad por otra.


Con la constante evolución de las computadoras en los últimos años, es necesario que la información ya elaborada por la computadora se memorice o se guarde en unidades de gran capacidad. A estas unidades se las conoce como memorias de masa y son dispositivos internos o externos a la computadora destinados a almacenar grandes volúmenes de información, tanto de programas como de datos.


Estos dispositivos son materiales y las operaciones que se hacen sobre ellos son materiales también

              Tienen una particularidad fundamental: los caracteres de información grabados no son volátiles; aquella permanece aunque se haya desconectado la alimentación.

               Esta información almacenada podrá ser tratada posteriormente por otra computadora con similares características a la que fue el origen de la información.

              Con la técnica de seguimiento servo de la pista Servo Track Following, a costa de una superficie entera de plato, de una cabeza y de una electrónica de control, se han obtenido notables capacidades de posicionamiento, incluso al trabajar con densidades muy elevadas.

Los discos ópticos son un medio de almacenamiento de información que permiten una mayor flexibilidad, seguridad y capacidad de almacenamiento que los subsistemas convencionales de almacenamiento magnético (disquetes y cintas).

               Su base técnica es similar a la de los “compact disk” (discos de música) pudiéndose almacenar alrededor de 600 megabytes de información por cada disco.

Almacenamiento alternativo Estos medios no intentan reemplazar al disco rígido, sino que lo complementan. Además de poseer una capacidad mucho mayor que los disquetes, trabajan a alta velocidad.

Los principales puntos a considerar para saber que medio secundario elegir son su capacidad, su compatibilidad, su portabilidad y por supuesto, el costo.


4.7  El gobierno electrónico en Argentina


Argentina padece un retraso en materia de instalación de software y de hardware notable, no así de la formación de sus especialistas, pero esto no alcanza para subsanar la brecha digital.  En materia de gobierno electrónico el Estado Nacional comenzó a delinear el marco adecuado para impulsar el uso intensivo de estas nuevas tecnologías, a fin de optimizar la gestión pública de manera permanente, con el propósito de ofrecer mejores servicios al ciudadano, garantizar la transparencia de los actos de gobierno, facilitar trámites y reducir sus costos, generar nuevos espacios de participación, reducir la brecha digital incluyendo a personas, empresas y comunidades menos favorecidas y propiciar la integración de la producción nacional al mercado global. El resultado de este propósito se vio reflejado en la aprobación del Decreto Nº 378/2005 que ha puesto en marcha el Plan Nacional de Gobierno Electrónico.


 A través del Decreto 378/2005 se aprobaron los lineamientos estratégicos que han de regir el Plan Nacional de Gobierno Electrónico y los Planes Sectoriales para el uso intensivo de las TICs en los organismos de la Administración Pública Nacional (APN). Con ese fin, la Oficina Nacional de Tecnologías de Información (ONTI) desarrolló un portal del Estado Nacional, que incluye: Guía de Trámites: a fin de brindar a habitantes y ciudadanos información precisa sobre toda tramitación ante organismos de la APN, cuya elaboración, desarrollo e implementación ha sido realizada en forma conjunta con la Oficina Nacional de Innovación de Gestión (ONIG); Directorio de Funcionarios: con el objeto de ofrecer a los habitantes y ciudadanos el acceso a la estructura de la APN y a los datos públicos de contacto de los funcionarios; Sistema de Atención en Línea: para todos los usuarios y particularmente para funcionarios.


Se ha creado un portal de gobierno electrónico a través del cual es posible seguir trámites en línea como conseguir turnos o seguir un trámite particular que haya sido puesto en servicio electrónico.  Poder hacer consultas y tramites relativos a la documentación personal.  Tener un mapa interactivo que permita seguir donde se encuentran los principales servicios y organismos públicos.


. El Gobierno digital no es una meta, tal vez ni siquiera el único o principal medio, sino sólo uno de los medios necesarios. El Gobierno en red es asimismo imprescindible, para lograr un gobierno inteligente. Pero el fin, es el "buen gobierno", como dice la Declaración del Milenio. la RICYT ha elaborado el Manual de Lisboa –que intenta revelar qué y cómo, quienes y con qué medir la Sociedad de la Información – cuyo fundamental aporte metodológica es una Matriz de Indicadores de la Sociedad de la Información y el Conocimiento . En esta matriz, cuatro sectores constituyen la base para su conformación: la Educación, la Ciencia y la Tecnología, la Informática y los Servicios de Alto Valor Agregado. 
El sector Gobierno se focaliza en cuatro campos fundamentales: infraestructura, capacidad, esfuerzo/inversión, y aplicaciones. Se ha editado un Manual para el ciudadano y las empresas que es valiosísimo, pero aún no incluye indicadores sobre la estructura centrada en el ciudadano, ni sobre el GE como una red de redes.

    En el gobierno electrónico argentino puede distinguirse una primera etapa extensiva, de experimentación, en donde el avance del mercado marca el ritmo y las características de la adopción de TIC. En esta etapa, no existen comúnmente estrategias mancomunadas e integradas entre los distintos gobiernos, sino que son de caracteres particulares y experimentales. 
       Luego  una segunda etapa intensiva o de integración, en donde la comunicación y documentación de las experiencias simplifica la adopción por parte de nuevos gobiernos. Comienzan a existir políticas planificadas y multisectoriales, con la participación de diferentes grupos de la sociedad civil. 

Y  una última etapa estratégica o de reinversión, en la cual el uso y la participación cotidiana de los ciudadanos vía los mecanismos del E-Government, genera nuevos contenidos y soluciones de manera ascendente. No sólo es el gobierno el estratega e implementador nuevos canales o aplicaciones de comunicación y participación, sino que son los usuarios (ciudadanos) los que participa activamente en la formulación de estrategias de Gobierno Digital. 
En el caso de Argentina, podemos decir que se encuentra en el paso de la primera a la segunda etapa y en esbozo la tercera. 

La Oficina Nacional de Tecnologías de Información (ONTI) desarrolló una nueva herramienta transversal, para ser utilizada en la Administración Pública Nacional. Se trata de un Catálogo de Software transferible entre organismos, que servirá de guía de consulta en línea sobre las distintas aplicaciones desarrolladas por el Estado Nacional. De esta manera, no solamente se reaprovecharán recursos en desarrollo, maximizando la eficiencia, sino que también se permitirá la homogeneización en el software utilizado. El sistema cuenta con un buscador avanzado por tema, sistema operativo, lenguaje, palabras clave dentro de su descripción, etc. y tiene un acceso restringido a la Administración Pública Nacional, con clave de usuario y password, con distintos niveles de acceso. Esta aplicación, de carga distribuida y administración centralizada, se complementará con otros catálogos de buenas prácticas y servicios web disponibles en la APN
La irrupción de las Nuevas Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TICs) en las últimas décadas generó un notable impacto en la vida cotidiana de la sociedad. 
                Consciente de esta nueva realidad, el Estado Nacional Argentino comenzó a diseñar el ámbito conveniente para impulsar el uso de estas nuevas tecnologías digitales, a fin de optimizar así la gestión pública de manera permanente, con el propósito de ofrecer mejores servicios al ciudadano, garantizar la transparencia de los actos de gobierno, facilitar trámites y reducir sus costos, generar nuevos espacios de participación, reducir la brecha digital incluyendo a personas, empresas y comunidades menos favorecidas y propiciar la integración de la producción nacional al mercado global. 

4.7.2  La firma digital en Argentina

        Como dijimos antes el reconocimiento del valor jurídico del documento electrónico y la firma digital son los elementos fundamentales del gobierno electrónico. El objetivo básico de la firma electrónica es aportar al mundo de los documentos electrónicos la misma funcionalidad que aporta la firma manuscrita a un documento impreso, es decir, identificar al autor del mismo y, en el caso de documentos compartidos entre diferentes entidades o personas, fijar el contenido del documento mediante el cruce de copias firmadas por todas las partes implicadas.
  A diferencia de las prácticas que nos son habituales en el mundo de papel, como por ejemplo, concertar una reunión para firmar las copias, la firma electrónica debe además satisfacer la necesidad de firmar un documento por parte de personas que pueden encontrarse a miles de kilómetros y que realizarán la firma sin coincidir en el tiempo.

     Los retos que debe atender la firma electrónica son garantizar la identidad del firmante y garantizar que el documento no ha sido modificado tras ser firmado. El concepto de identidad debe ser complementado con el de no repudio que describiremos con detalle más adelante.
      Para garantizar la identidad del firmante se emplea la tecnología de par de claves vinculada a los datos identificativos del titular del certificado. De este modo, cuando se firma un documento se emplea un número único que sólo pertenece al firmante. El receptor del documento verifica la firma con la parte pública de la clave, de este modo, si el proceso de validación es positivo, debe concluirse que el firmante del documento es el titular del certificado.
    La integridad del documento no se refiere al hecho de validar el contenido, sino de garantizar que el documento no ha sido modificado tras su firma. Para asegurar esto no es necesario que un tercero custodie una copia del documento sino que se realiza generando un código único del documento a partir de su estructura interna en el momento de ser firmado. Cualquier alteración del contenido del documento provocará que al aplicar de nuevo la función de generación de código único sea imposible reproducir el original, por tanto, quedará rota la integridad del contenido.
       Hemos comentado anteriormente que la firma electrónica avanzada demandaba la propiedad de no repudio, que jurídicamente implica que el firmante no pueda negar haber firmado. Entre otros, los elementos que garantizan el no repudio son los siguientes: La 1.clave privada vinculada al certificado y que confiere unicidad a los documentos firmados sólo esté en posesión del firmante desde el mismo momento de generar dichas claves y vincularlas a sus datos identificativos. 2. El certificado y los dispositivos de firma empleados deben basarse en tecnologías y procesos seguros que eviten el uso o sustracción de la clave por parte de terceros y que se encuentren homologados por la Autoridad de Certificación emisora del certificado empleado.3. Que el certificado esté activo en el momento de ser empleado. Esto equivale al estado de las tarjetas de crédito que también pueden ser revocadas por el interesado y caducar con el tiempo 4. Que los receptores de documentos firmados dispongan de un instrumento de verificación seguro que no permita suplantar identidades del firmante o de la Autoridad de Certificación que realiza la validación.


Vale decir que la firma digital con doble clave es mucho más segura y contiene muchos más elementos identificativos del autor del documento y de las circunstancias, aun temporales de su realización que cualquier firma ológrafa.
       Una parte importante del sistema lo constituye la Onti y su sistema de firma digital que puede encontrarse directamente en el sitio de Internet y que ha proveído de material y elementos a todos los organismos del estado que lo han solicitado.  Prueba de ello es que tanto el sistema de la Corte Suprema cuanto los sistemas federales de justicia digital contienen la firma de los jueces y funcionarios que validan el sistema.


Una gran falta en Argentina es el desarrollo de la firma digital privada con validez erga omnes con doble clave y un sistema de clave pública que sea al mismo tiempo una Autoridad local de Certificación y registro
.  Y la falta es grave por dos razones: una la posibilidad que tendrían los colegios profesionales en convertirse en entes certificadores para los abogados, dos la falta de participación de las grandes empresas en actividades para las cuales estarían perfectamente preparadas siempre y cuando su firma tenga plena validez jurídica como en otras partes más avanzadas del planeta. 


Un paso más: además de la firma electrónica existe un medio de identificar a un usuario que es aun más completo: la existencia de una casilla postal certificada
.  Cualquier persona puede obtener, y toda la primera parte es simplemente por protocolos electrónicos, una casilla postal certificada ante el Correo nacional.  Obviamente la última parte debe ser realizada personalmente para acreditar la personalidad y los demás datos que quedan grabados.  Cualquier notificación realizada a una casilla postal certificada se entiende bien notificada pues el titular está obligado a consultarla con regularidad.

5. La justicia digital

5.1 el acceso a justicia

El acceso a justicia es uno de los valores fundamentales que  persigue toda sociedad desarrollada y que también se desarrolla en Argentina.  En particular la Corte Suprema lo considera como una política de Estado dirigida a mejorar el servicio de justicia. El programa que la Corte se encuentra desarrollando en este ámbito tiende a implementar políticas públicas para promover e incentivar los métodos alternativos de resolución de conflictos y disminuir así la litigiosidad. 
       Una cosa es el acceso a la Justicia y otra el acceso a justicia que supone etapas intermedias y resolutorias sin necesidad de llegar al juicio tradicional – si bien por razones que sería largo explicar aquí deben formar parte del proceso judicial

      Aquí hay que tener presente dos premisas básicas: en primer lugar, como definición de política pública, es necesario evitar la sinonimia entre conflicto y litigio. Acceso a justicia no implica acceso a una sentencia, implica acceso a una resolución del conflicto en forma rápida y poco costosa, no sólo en dinero sino también en tiempo, esfuerzos y energías. Asimismo, es imprescindible que los jueces asuman un rol protagónico y desde el mismo Poder Judicial promuevan programas que brinden la posibilidad a todas las personas por igual de acceder al conocimiento, ejercicio y defensa de sus derechos. La población debe tomar conciencia que la vía judicial no es la única alternativa posible para dirimir sus contiendas.
         En este sentido se encuentra trabajando la Comisión Nacional de Acceso a Justicia, que preside la Vicepresidenta del Tribunal, Dra. Elena Highton de Nolasco, y está integrada por jueces federales, nacionales y provinciales. La Comisión, luego de elaborar un mapa judicial con todos los sistemas y/o métodos de acceso a justicia que existen en los distintos niveles del país (locales, provinciales y regionales), comenzó a trabajar en la implementación de nuevas prácticas de resolución de conflictos en las distintas jurisdicciones.

    En definitiva, lo que se busca es brindar una justicia más efectiva, una justicia más abierta al ciudadano y más cercana a sus necesidades actuales.
5.2.  Introducción de nuevas tecnologías en la justicia


Una vez que resulta claro todo lo que puede hacer el gobierno electrónico en general es más fácil trasladarlo a las necesidades específicas de un servicio público como la justicia.


En primer lugar distinguiendo, a través de una noción refinada de conflicto, que todo el proceso controvertido puede ser visto de tal manera que – una vez establecida la materia del contendere  y los protagonistas del conflicto -  éste puede ser resuelto en diferentes etapas sin necesidad de llegar necesariamente a una sentencia judicial. Luego utilizando los diferentes elementos que ya hemos visto formando parte del gobierno electrónico al servicio de la justicia: las notificaciones por medios electrónicos con firma digital y tal vez en casillas electrónicas certificadas, el traslado de los agravios de una parte a la otra para que – en caso que el funcionario habilitado considere oportuno – de cuenta de sus razones para mantener la conducta incriminada. Todos los actos procesales, todas las notificaciones y todas las pruebas pueden ser producidas, transmitidas y almacenadas en formatos digitales que ya han sido ampliamente probados.


Se trata de crear los elementos que permitan la digitalización total del proceso y obtener un cambio de mentalidad en funcionarios judiciales, abogados y partes, para que todo el proceso pueda ser producido, transmitido, gestionado y resuelto en términos de medios electrónicos (o en general de nuevas tecnologías, como la grabación de las audiencias) sin necesidad alguna de papel que – además del agravio que produce al planeta la tala de árboles para obtener la materia prima – retrasa necesariamente los tiempos e impone un corte ideológico más cercano a la era de Gutenberg que a los tiempos que vivimos.  Para ello es necesario introducir reformas no solo en los medios sino también organizativas y procesales profundas lo que necesariamente llevara tiempo.


El poder judicial necesita llevar a cabo una transformación irreversible y en lo posible completa de las maneras de trabajar, notificar, probar, pedir y proveer además de notificar y decidir.  Es una tarea complicada en un país federal donde cada provincia tiene un código procesal diferente y donde es necesario llegar a pactos de homogeneidad en aras de la velocidad que requiere el cambio.


Lo primero que debe abordarse es la notificación electrónica a todo nivel y en verdad está siendo objeto de tratamiento por lo menos a nivel interjurisdiccional.

5.2. 1  En el Juzgado


Todo el tema de la informatización de la Justicia, en particular en Argentina, está dominada por la doble vía que tiene la justicia:  por un lado está la justicia federal que tiene en la Corte Suprema su máxima expresión, por otro lado están las veinticuatro (contando a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires) jurisdicciones provinciales que gozan de autonomía jurisdiccional.


La informatización en el juzgado comienza con una reorganización que prevea las tareas a realizar y la mejor manera de hacerlo.  Se cambian viejos roles se destina menos tiempo al expediente en sí, que se vuelve un objeto informático y mucho más tiempo a qué cosa hay que hacer, cómo y quién la hace. No se subvierte la función del juez quien sigue siendo el máximo responsable del juzgado, pero se desbrozan las acciones de tal manera que hay segmentos claramente establecidos que van respondiendo a las notificaciones que aparecen en pantalla y que tienen que ver con la informatización de las mismas.


Respetando los códigos de procedimiento, poco a poco cada juzgado se irá transformando en una oficina electrónica donde van llegando pedidos y notificaciones y es necesario darle curso.  Es más, en un futuro no muy lejano, toda la prueba relativa a un caso se irá almacenando de tal manera que se mantengan como hoy se mantiene la prueba documental.  Todas serán pruebas documentales incluyendo las audiencias y se tomaran en cuenta en el momento de dictar un proveído o la sentencia.


Obviamente se trata de la reingenierizacion  de toda la actividad del juzgado para lo cual las personas deben ser capacitadas antes de ejercer las nuevas funciones que le fueron asignadas y que tiene que desenvolver. El trabajo es necesariamente en grupo y no existe manera de eliminarlo.


La tarea más difícil consiste en fijar una fecha a partir de la cual todo cuanto se haga se realizara en forma tecnológica dejando para un segundo momento la conversión de todo lo producido hasta esa fecha a la nueva tecnología. Esta es una etapa engorrosa imposible de eliminar y que seguramente llevara más tiempo de lo previsto.


La piedra angular de este plan es la ley 26.685, que autoriza la utilización de expedientes, documentos, firmas y comunicaciones electrónicas con el mismo valor probatorio que sus equivalentes tradicionales. El decreto 919/2011 promulgó esa norma.

      La Corte Suprema de Justicia de la Nación y el Consejo de la Magistratura de la Nación reglamentarán, de manera conjunta, la utilización del expediente electrónico para todos los procesos judiciales y administrativos que se tramiten ante el Poder Judicial de la Nación.

   Esta nueva norma logra mayor eficacia y celeridad en la tramitación de los procesos y cuida el medio ambiente, favoreciendo la desaparición del papel.
   Puede llamársela "ley de expediente digital" que apunta a digitalizar e informatizar todas las causas judiciales, en un proceso gradual. 
    Los expedientes judiciales dejarán de tener formato papel y estarán informatizados, lo que acelerará el sistema de consultas y notificaciones, para lo cual todos los usuarios que formen parte en una causa deberán fijar un "domicilio electrónico constituido".

     Allí llegarán las notificaciones y por esa vía podrán articularse además los pasos procesales correspondientes a cada causa.

       Las ventajas de esta norma serán varias: al equipararse el soporte electrónico con el soporte en papel concluirán distinciones y conflictos sobre la valoración probatoria del registro informático.

     Además, la ley contribuirá a hacer de los procesos judiciales una práctica menos formal, acompañando a la vez a las nuevas generaciones que crecen, acostumbradas más a los registros digitales que a acumular papeles.

       Con la nueva norma cambiará fundamentalmente la manera de trabajar, porque se comenzará a transitar del cambio del expediente papel al digital
.

   Ahorro en costos, por menor necesidad del espacio físico, mayor seguridad, por ejemplo, con el uso pleno de la firma digital respecto de la ológrafa.    El objetivo final de la ley es proveer de las herramientas necesarias que permitan este avance a lo digital, sin necesidad de utilización del expediente, documentos y trámites en soporte papel, con idéntica validez legal que, hasta la sanción de la nueva ley, sólo contaban sus equivalentes convencionales.

    En los juzgados en los que se ha probado el sistema, se ha verificado que las mismas se confeccionan en pocos minutos y llegan a su destinatario en solo segundos.

Esta aplicación está basada en tecnología "webmail", por lo que la información en ningún momento trasciende las fronteras de la red interna del Poder Judicial, permitiendo para ello que la parte realice la gestión en los servidores y las bases de datos del organismo.

   Para ello, solamente debe asignarse un código de usuario y una contraseña al abogado de la parte, de manera de que pueda acceder y operar en el sistema.

    Este código de usuario hace las veces de "domicilio electrónico constituido" para todas las causas en las que es designado representante de una parte", explicó el director informático.


Personalmente espero que se llegue a un sistema realmente mixto en el cual haya un circuito del juzgado y un circuito de los abogados que esté liderado, por ejemplo por el Colegio público.  Para eso es necesario que la firma digital que esta instrumentada para los juzgados, salga del ámbito y llegue también a la otra parte del proceso, o sea los abogados.  Estos podrían tener, además de la firma digital una casilla de correos certificada cuando el gobierno electrónico funcione bien.

5.2.2  en las oficinas judiciales y fiscalías

      Obviamente el tema de la introducción de las nuevas tecnologías no se termina en los juzgados sino que recorre todo el trayecto que los expedientes deben recorrer.  Uno de ellos tiene que ver con las diferentes oficinas judiciales de notificación y otras y las fiscalías.


Si el expediente es electrónico todo el sistema que lo produce debe adecuarse a esa nueva modalidad.


El territorio de la República Argentina consta de una extensión territorial de 3.761.274 km2  y se halla dividido en 23  provincias y la Ciudad  Autónoma de Buenos Aires, capital nacional y lugar de residencia de las  autoridades que integran el gobierno federal.

       En lo que respecta a su forma de gobierno, tal como consigna el art. 1º de la Constitución Nacional, “La Nación Argentina adopta para su gobierno la forma representativa, republicana federal …”En lo que respecta al  Ministerio Público, como consecuencia de la reforma constitucional del año 1994, le fue conferido un rol protagónico  dentro de los operadores del sistema de justicia, otorgándole su verdadera  independencia, autonomía funcional y autarquía financiera (art. 120 de la Constitución Nacional), constituyéndose en lo que ha pasado a ser  considerado por gran parte de la doctrina como un ‘cuarto poder’, y por otros, como un órgano ‘extrapoder’ portador de  un claro mandato de instar la acción penal pública y representar los intereses generales de la sociedad.

Es importante consignar que,  previo a la reforma constitucional de 1994, el Ministerio Público se caracterizaba por su dispersión funcional plasmada en distintas normas, y por el desacuerdo que suscitaba su ubicación institucional en torno a quienes lo ubicaban dentro del Poder Ejecutivo y los que lo consideraban un apéndice del Poder Judicial . En la actualidad constituye un órgano bicéfalo, integrado por el Ministerio Público Fiscal, que nuclea y coordina la acción de los Fiscales, y por el Ministerio Público de la Defensa,  que cumple idéntica función con los Defensores Públicos Oficiales.


El ministerio público argentino está dividido por sectores especializados Unidad de Asistencia para Secuestros Extorsivos, Unidad Fiscal AMIA, Fiscales Generales ante Cámara de Apelaciones Unidad Fiscal de Investigaciones de Delitos Tributarios y Contrabando Unidad Fiscal para la investigación de  Delitos relativos a la seguridad social Unidad Fiscal para la investigación de Delitos cometidos en el ámbito del PAMI  Unidad Fiscal para la investigación de delitos complejos en materia de Drogas y Crimen Organizado Unidad Fiscal para la investigación de delitos relativos a las armas de fuego Secretaría General de Coordinación Institucional Secretaría Disciplinaria, Técnica y de Recursos Humanos Dirección General de Administración Fiscalía General de Formación, Capacitación y Estudios Superiores  Fiscalía General de Política Criminal, DDHH y Servicios Comunitarios Asesoría Jurídica Fiscales Generales ante Tribunales Orales Auditoría Interna Unidad Fiscal  para la investigación de delitos ambientales Unidad Fiscal para la investigación de lavado de dinero y terrorismo.


Todo esto requiere una notable reorganización y preparación para introducir y mantener las nuevas tecnologías.  El momento es adecuado pues hay toda una reorganización interna, pero al mismo tiempo requiere un dispendio de dinero que difícilmente se encuentra.


Hasta que las fiscalías y todas las oficinas judiciales no estén totalmente informatizadas difícilmente se podrá hablar de e-justicia, lleve esto el tiempo que sea necesario.


5.2.3 en los estudios de abogados


También los estudios de abogados deberán cambiar notablemente con la introducción de las nuevas tecnologías.  El viejo estudio liderado por un abogado de gran experiencia y un numero de colaboradores jerárquicamente colocados va a desaparecer para dejar lugar a un estudio más parecido a una agencia que representa y defiende personas o empresas y que tiene la actividad repartida entre la resolución de conflictos y los juicios propiamente dichos.  También las primeras estarán sometidas a la organización y los tiempos de las tecnologías pero serán las segundas las que se verán forzadas a seguir una línea de trabajo que dicta la notificación o la producción de la prueba o la reunión con los clientes o con ellos y los abogados de la contraparte.


Aquí también la firma digital constituirá un elemento destacado y es importante que él o los abogados que dispongan de ellas hagan un uso adecuado.  Somos partidarios que los Colegios de abogados hagan de autoridad certificante, lo mismo propiciamos para los colegios de escribanos. Para ello la Onti deberá establecer los requisitos para la validez de la firma digital fuera de la Administración pública pues hasta el presente no sabemos de una autoridad certificante privada.  Esto sería el cambio fundamental aun para las empresas que carecen hasta este momento de una autoridad certificante que, como en otros países administren el uso de su firma, tengan su copia publica y puedan dar fe de todas las transacciones que se hicieron a través de esa firma.


En algunos partidos de la Provincia de Buenos Aires el uso de la firma digital también será extensivo para los letrados, debido a un convenio celebrado con el Colegio bonaerense (COLPROBA), que ahora podrán utilizar esta nueva tecnología que será puesta en funcionamiento, nuevamente, de a poco.

     En las cláusulas del convenio se precisa que “la Suprema Corte arbitrará las medidas tendientes a garantizar la recepción y el diligenciamiento de las cédulas de notificación de la mediación por parte de las Oficinas de Mandamientos y Notificaciones, sus delegaciones y los Juzgados de Paz, pertenecientes a esta Jurisdicción Administración de Justicia, remitidas en función de las disposiciones contenidas en las cláusulas que integran el presente Convenio.

“A los fines indicados la Suprema Corte dictará las reglamentaciones, aprobará los formularios y modelos necesarios para el cumplimiento de dichos fines.”

Asimismo, el Colegio de Abogados bonaerense se comprometió a “recibir en las cabeceras departamentales y sedes descentralizadas de Avellaneda, Lanús, Tandil, Tres Arroyos y Olavarría, - a su exclusivo cargo y costo- las cédulas de notificación a que se refieren los artículos 10 de la Ley 13.951 y 9 del Decreto Reglamentario Número 2530/10”.

           Esa misma institución será la encargada de arbitrar “las medidas conducentes para denunciar dentro de los cinco días hábiles de la suscripción del presente las sedes donde se recibirán y retirarán las cédulas pertenecientes a la mediación”.

       “Como así también la nómina de personal autorizado para la suscripción del listado de cédulas y su posterior remisión y retiro de dichas diligencias, los que se encontrarán habilitados para presentarse en las Oficinas de Mandamientos y Notificaciones, o las delegaciones correspondientes para la realización de las tareas descriptas en esta cláusula.”

Entendemos que este muy bien que la Corte Suprema de la Provincia se ocupe de las funciones relativas a oficinas de mandamientos, notificaciones y juzgados de paz,  menos que se ocupe de los abogados.  Estos deberían tener la propia autoridad certificante que les otorgue la independencia que en este momento no tienen.


Los estudios de abogados deben estar permanente recibiendo pruebas no solo documentales sino de todo tipo incluyendo las testimoniales en colaboración con el juzgado interviniente y la otra parte.  Las audiencias generales deberían ser cada vez menos pues la concentración de las pruebas en ficheros electrónicos hacen inútiles esas reuniones (salvo que sean por alguna razón específica) y permiten la toma de decisiones, incluyendo la sentencia.


Es probable que los estudios de abogados se asocien o se agrupen de tal manera de constituir verdaderas redes de estudios de abogados


5.4 Justicia federal argentina.

Debido a la existencia de un país federal debemos ocuparnos de una justicia federal que se está informatizando y de una justicia provincial o de 24 sistemas judiciales distintos del sistema federal que también se están informatizando con sus tiempos, sus presupuestos, sus culturas.


El peligro que en algún momento de la informatización descubramos que los sistemas son incompatibles y como en muchos otros rubros los países de América Latina debamos pagar lautos precios a compañía de pequeño orden que vienen a hacer simplemente que sistemas inconexos se conecten es más que posible. En esto consiste la interoperabilidad.

         Pero vayamos por pasos, ocupémonos  primero la informatización.


La corte Suprema de Justicia ha establecido un sistema de parcial informatización que se viene cumpliendo desde hace tiempo y ha tenido logros notables.


Se ha creado un grupo de trabajo piloto que funciona en la Corte Suprema de Justicia y que luego va derramando los procedimientos obtenidos a los juzgados federales que han capacitado su personal para que ello sea posible. Comenzaron  Los Juzgados Civiles 3, 14, 89 y 98 de la Capital Federal incorporaron y comenzaron a utilizar un nuevo software de gestión que tiene como objetivo un tratamiento electrónico ágil de las causas judiciales.

De esta manera, el Poder Judicial de la Nación llevó a cabo la implementación para que los tiempos de los procesos se aceleren y los costos se reduzcan debido a que el sistema es meramente digital.

Cabe señalar que se prevé que el software se está implementado en forma escalonada en todo el fuero Civil.

        La medida se encuadra en el plan que encabeza la Corte para alcanzar un servicio de Justicia Digital y, de esta manera, ir eliminando lentamente el formato papel vigente en la mayoría de los juzgados.  Se viene implementando un sistema de digitalización, a través del cual, en principio, se procedió digitalizar expedientes desde junio 2011. Luego comenzaron las citaciones de los cuerpos forenses, que se realizan a través de un sistema de correo electrónico, desde agosto. El mismo mes la procuración General de la Nación dispuso el reemplazo de todos los libros de Mesa de Entradas de las Fiscalías en materia Penal de primera instancia, por el “Sistema Informático Integral de Gestión de causas del Ministerio Público Fiscal”.Conocido como “Fiscal Net”, el sistema es utilizado en las causas iniciadas desde enero del año pasado. Por otra parte, desde septiembre la Justicia amplió el uso del oficio electrónico.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación implementó un nuevo sistema de notificaciones vía e-mail para “resoluciones y sentencias que deban practicarse personalmente o por cédula”. De esta manera, el máximo organismo de la Justicia argentina avanza en la digitalización de su trabajo, algo que en Misiones se viene intentando implementar, de a poco, para la actividad judicial. Según la Acordada 31/12 de la Corte Suprema, a partir de la reanudación de la actividad judicial en 2012, “todas las notificaciones, resoluciones y sentencias que deban practicarse personalmente o por cédula se realizarán en el código de usuario que el beneficiario deberá haber constituido como domicilio electrónico”. Ello significa que la Corte “otorgará a los funcionarios y empleados de las dependencias del tribunal y a los usuarios externos una cuenta de usuario del Sistema de Notificaciones por Medios Electrónicos (SNE)”.
              La obtención de esa dirección electrónica oficial deberá ser gestionada ante la página de Internet de la Corte Suprema de Justicia, según informan desde el tercero de los Poderes del Estado argentino. 

                   La digitalización de la Justicia es un largo proceso que comienza en el gobierno electrónico: a medida que los organismos de los tres poderes se van dotando de sistemas informativos digitales, los cuales – a su vez -  pueden ir prestando servicios como certificaciones y procedimientos cada vez más complejos, ayudan a la Justicia para llegar al expediente sin papel.


Pero este, en sí mismo, es un complejo procedimiento que va partiendo con lo que se puede lograr y desde diferentes ángulos va conformando el acercamiento a la eliminación total del papel. En todo este proceso la parte más difícil consiste en transformar todo lo que actualmente reposa sobre papel, esto es los procesos en curso, en soportes digitales.  Normalmente es la última parte de la operación de digitalización y está llena de dificultades
.

 Como dijimos antes la actividad judicial tiene tres procesos fundamentales: la reunión de la información, el desarrollo de la comunicación entre los involucrados y la toma de decisión.


Y en cada uno de estos procesos – como también dijimos - puede intervenir el elemento electrónico y todas las nuevas tecnologías, pues hay información que está en videos o que puede realizarse a través de videoconferencias o en procesos más sofisticados de adquisición, transmisión y conservación de datos.  La decisión es siempre la aplicación de un conjunto de normas a un caso determinado.


Toda la parte relativa a la consulta y recuperación de leyes y decretos nacionales y provinciales se centra en Argentina en una base de datos muy completa y amigable “infojus”
  Sistema argentino de informática jurídica, portal del Ministerio de Justicia que actualmente es de uso libre y gratuito.



La autoridad certificante de firma digital permite que cualquier ciudadano obtenga un certificado de firma digital para usar en sus correos electrónicos accediendo a la página respectiva

      Una concepción sistémica de la justicia ve a ésta de una manera más amplia y permite concebir todo el proceso de justicia como una amplia panoplia de recursos que permiten a las partes llegar a una solución normativa que no necesariamente debe pasar por el proceso.


5.5. La justicia provincial digital


Las 23 provincias argentinas y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen sistemas separados del federal de justicia.  Sus propios códigos de procedimientos y sus propias organizaciones. Por esa razón las  nuevas tecnologías van llegando a estos distritos judiciales con diferencias que están dadas por los diferentes impulsos y medios que cuentan cada una de ellas.


La provincia pionera en esta materia debe considerarse San Luis dado que con una acción que va correctamente del gobierno electrónico a la informatización de la justicia lanzo una audaz reforma que comenzó con la institución de un sistema de firma digital y continuo con la informatización judiciaria del Superior Tribunal de Justicia provincial unificó, ordenó y detalló todas las normas en referencia al expediente judicial electrónico que habían sido dictadas en forma desmembrada.

Para ello, los integrantes del máximo tribunal puntano elaboraron el acuerdo N° 846/2012 en el que se “da vida legal al Reglamento General de Expediente Electrónico” que contiene todas las normas que “regulan la vida” del expediente judicial electrónico.

En su elaboración se dividió al mismo en cuatro títulos, doce capítulos y setenta artículos con la posibilidad de ir “agregando -a medida que las circunstancias lo reclamen-, todas las normas de actualización que la realidad demande, siempre incorporándose a un único cuerpo legal actualizado”, consignaron desde el Poder Judicial puntano.

Se trata de un “cuerpo normativo, primero en su tipo, se ha elaborado con el fin de ordenar, lógica y jurídicamente, la gran cantidad de normas que, en forma desmembrada, regulaban la vida del expediente judicial electrónico en la Provincia de San Luis”.

             Los diversos títulos en los que fue dividido el reglamento son “Principios Generales”, “Conformación del Expediente Electrónico”, “Tramitación” e “Infraestructura Tecnológica”. En el último de ellos, por ejemplo, incluye la parte lógica funcional del sistema informático al que sostienen, como por ejemplo la Firma Digital.

Según destacaron desde el STJ puntano “este Acuerdo, marca un hito en la historia de la evolución hacia la modernización de la Justicia con apoyo en las nuevas tecnologías, de la cual el expediente electrónico es la figura emblemática”.

                Razón por la cual, los integrantes del máximo tribunal provincial decidieron que el texto del reglamento general sea depositado en Custodia como Obra Inédita ante la Dirección Nacional de Derechos de Autor.


La Junta federal de cortes y superiores tribunales de justicia de las provincias argentinas y  ciudad autónoma de buenos aires,  han establecido un proyecto para secundar a las provincias en su misión de incorporar nuevas tecnologías y están realizando una labor enjundiosa por la diversidad y dispersión de las distintas iniciativas.


Uno de los mayores esfuerzos ha sido realizado por la Provincia de Buenos Aires que solamente con sus dimensiones y población constituye un elemento determinante en el mapa judicial del país.


Se ha dictado una ley provincial 14.142 que permite la notificación por vía electrónica y  establece las grandes líneas con las cuales la provincia intenta avanzar hacia el expediente judicial. Tiene 18 departamentos  judiciales que satisfacen las necesidades de los 133 partidos políticos que constituyen la provincia. La Subsecretaria de Tecnología  informática de la Justicia provincial es la encargada de realizar los trabajos de modernización y homogenización de todo el sistema judiciario provincial.


Cuenta con 3000 puestos de trabajo en red atendidos por unos 177 funcionarios altamente capacitados para la obra. Tiene 13.500 puestos de trabajo.


Hay una mesa de trabajo virtual, un sistema Augusta que sirve en todas las jurisdicciones, un sistema para acceder virtualmente al estado del expediente, notificaciones electrónicas y un tablero general que son los que sostienen el pasaje hacia el expediente digital


El programa vasto pues abarca toda la provincia permite distinguir los roles de quienes acceden sean esos funcionarios como jueces, fiscales y demás personal judicial, sean abogados, sean partes. El sistema se encuentra implementado en los fueros civil, comercial, contencioso administrativo, laboral y de familia.

El sistema permite el uso combinado del sistema Augusta y la mesa de entradas virtual para realizar cualquier notificación a través del sistema web con la misma validez del sistema de papel y permite utilizar un sistema de firma digital por parte de todos los componentes del sistema. 

A través de diferentes convenios permite ver a los interesados los expedientes judiciales en línea y realizar notificaciones en cualquier lugar del país.


En la provincia del Chaco se ha implementado un sistema para poder ver en línea cualquier juicio en trámite y poder realizar cualquier notificación por vía electrónica en cualquier jurisdicción.  Está implementando un sistema de firma digital parecido a los de las demás jurisdicciones del país.


La provincia de Entre Ríos viene trabajando en la informatización del sistema de Justicia desde 1994 y se han logrado algunos logros notables: el primero haber distinguido una jurisdicción principal, Paraná, y dos subordinadas, Gualeguachú y Uruguay y todas las demás subordinadas al fin de tener un sistema integrado y único de copias de las resoluciones judiciales obtenibles en cualquier momento y por cualesquiera de los actores en juego.  El haber pensando en un sistema de back up permanente y autónomo de las jurisdicciones que – además – está pensado para grandes riesgos y en condiciones de resiliencia ante cualquier catástrofe.

5.6. La digitalización de la Justicia en la ciudad autónoma de Buenos Aires


La iniciativa del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires traslada al ámbito jurisdiccional correspondiente los contenidos de la ley  nº 25.506 de la Nación y reconoce el empleo de la firma digital y de la firma electrónica 
  y establece con sumo detalle toda la tarea a realizar para el efectivo funcionamiento del expediente digital.  Concretamente ordenan 1. Crear el Área de Digitalización y Gestión Electrónica dependiente de la Dirección de Informática y Tecnología, que tendrá a su cargo la realización de actividades y tareas derivadas del proceso de digitalización de expedientes, debiendo efectuar además los trámites necesarios para la obtención de los certificados digitales que le sean requeridos.2. Implementar el proceso de digitalización de los expedientes judiciales y administrativos, el que comenzará a operar en el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a partir del 1º de mayo del corriente año, conforme a las siguientes pautas: 2.1 La digitalización de expedientes será llevada a cabo en formato de imagen de alta calidad (TIFF 200 x200 ppm). 

       2.2 Los expedientes en papel, estén estos en trámite y/o en situación de archivo en el Tribunal, serán digitalizados. 2.3 Los expedientes en papel, una vez sorteados y previamente a su remisión a la Secretaría de trámite, serán girados al Área de Digitalización y Gestión Electrónica para su intervención. 2.4 Disponer que el papel decreto utilizado para el dictado de resoluciones y acordadas sea de un gramaje no superior a 120 g, a fin de permitir su correcta digitalización. 2.5 La Dirección de Informática y Tecnología deberá generar, dentro de un plazo no mayor a 30 días contados desde la fecha de la presente acordada, la aplicación necesaria para acceder por vía de consulta a los expedientes digitalizados dentro de los sistemas de gestión SiGEA. y SiGEJ. 3. Establecer que, en esta primera etapa, el proceso de digitalización y de aplicación de la firma electrónica y digital en los diferentes trámites internos del Tribunal Superior de Justicia, deberá sujetarse a los siguientes lineamientos: 3.1 El Área de Digitalización y Gestión Electrónica oficiará de nexo ante la autoridad certificante, siendo ésta la que suministra la “Sala Cofre” y el algoritmo que permite la emisión de la certificación. 
3.2 Constituir al Tribunal Superior de Justicia como Autoridad de Registro. 
3.3 Disponer que la suscripción de los certificados de registro y toda otra formalidad que al efecto de las comunicaciones electrónicas sean requeridos por la autoridad certificante, sean efectuadas por los funcionarios designados mediante la Acordada n° 6 de 12 de marzo de 2010
5.7 La filmación de las audiencias

       Se comenzó hace muchos años realizando videoconferencias sobre todo en materia penal para no trasladar a los encausados o procesados, actualmente la idea es la de filmar todas las audiencias y tenerlas como un documento más en el proceso.  La filmación permite tener en cuenta toda la significación de las deposiciones sea de testigos que de partes y las eventuales repreguntas a las que son sometidos a efectos de determinar el valor de su deposición.


El dr. Darío Bermejo, juez civil de Mendoza en un artículo interesante La inmediación procesal en audiencias 
sostiene todas las ventajas que se obtienen con este instrumento y cita la opinión de expertos sobre la comunicación “que las palabras empleadas en la emisión de un mensaje representan el siete por ciento (7%) del contenido del discurso comunicativo. La mayor parte del contenido de una comunicación está concentrada en lo que se conoce como lenguaje “infralingüístico” o “paralingüístico”, constituido por el tono de voz (la inflexión, la forma de decir las cosas, calidad de voz, acento, ritmo, pausas, vocalizaciones, etc.), que representa el treinta y ocho por ciento (38%); y por el comportamiento no verbal (los gestos, expresiones faciales, movimiento de las manos y el cuerpo, posiciones, etc.), que constituye el cincuenta y cinco por ciento (55%) del mensaje. En consecuencia, el noventa y tres por ciento (93%) del contenido de la comunicación se pierde en las audiencias escritas,”


Tuve ocasión de verificarlo en el famoso Juicio Cusani (también llamado Mani pulite) donde por primera vez se filmaron todas las audiencias y el fiscal Di Pietro tuvo la posibilidad de presentar un Power Point (estábamos a fines de 1980) para que su alegato no perdiera ninguna de las piezas acusatorias que había acumulado.
  Era muy distinto ver al Secretario General de la Democrazia Cristiana,  Arnoldo Forlani,  ponerse primero rojo, luego encarnado, abriendo la boca sin proferir palabra, con la baba que le caía de una comisura labial, para al final proferir un casi inaudible “no recuerdo”. En la audiencia escrita el “no recuerdo” habría pasado casi desapercibido, en estas condiciones de comunicación provoco un tembladeral que finalmente termino con el partido de mayoría relativa en Italia, la Democrazia Cristiana.


La inmediación procesal lo que quiere conseguir es ese contacto directo con el declarante que revele no solo “sus dichos”  sino también sus actitudes comunicantes.  Esto es particularmente interesante en los careos donde más allá de lo que se dice – generalmente poco y repetitivo de las respectivas posiciones – es interesante ver como la comunicación total traiciona a alguna de las partes frente a alguna pregunta o afirmación del otro.


No es necesario que el Juez este presente, pero sí que vea la filmación a la hora de tener en cuenta las pruebas.  Y actualmente con los medios técnicos que hay son de bajo costo y sumamente practicas. Como dice Emilio Riat, juez en Bariloche “si se filma prácticamente todo, porque no se filman las audiencias?”
.  La velocidad en la que toma una audiencia filmada es incomparable con las escritas, el citado Juez Bermejo, hizo una prueba piloto y la diferencia fue de 16 minutos contra una hora 46 minutos de las audiencias escritas.

6. Conclusión

     La implantación de un servicio de justicia digital es un largo camino en el cual diversos factores deben confluir en un proceso que cambia radicalmente la manera de concebir la documentación del proceso y el proceso mismo.


Las nuevas tecnologías lo que radicalmente modifican es la creación, circulación, conservación y recuperación de la documentación que tiene que ver con la solución de los conflictos con la intervención de funcionarios dedicados a ello.


Se trata de pasar de un mundo de papel a un mundo digital con todas sus consecuencias de almacenaje, de uso de instrumentos, de cultura.  Cambiando la cultura cambian la forma de ver a los actores, el contexto, las acciones, su memoria, las soluciones.


En primer lugar es fundamental reconocer que la Justicia digital es una parte importante, pero una parte, del gobierno electrónico. Si al gobierno electrónico le va bien, es bien desarrollado, a la justicia digital también le irá bien si también es cierto que no se trata de dos fenómenos pantograficos.  Muchos de los elementos del gobierno electrónico desde los documentos de reconocimiento individual a la firma digital  colaboran (o no) con el desarrollo de la justicia  digital.  Por lo tanto la primera atención debe ser colocada en el desarrollo del gobierno electrónico.  Portales activos que permitan a las partes, a los funcionarios y los profesionales del derecho obtener datos, certificados, turnos e iniciar procesos.


Por ejemplo que a través de los documentos individuales se puedan realizar operaciones en ámbito municipal o nacional implica que las mismas u otras  operaciones pueden ser realizadas en el ámbito de la justicia digital: obtención de turnos, de certificados, de pertenencia.  La obtención de una casilla postal certificada otorgaría a cualquier ciudadano o empresa la firme convicción que puede ser notificado allí con total certidumbre.  Una firma digital que no solo esté habilitada para los funcionarios estatales sino que cuente con Autoridades certificadoras privadas que sirvan para los privados.


Una vez encarado el tema de la justicia digital se deberá estar dispuestos a convivir durante un tiempo indeterminado con los dos sistemas: el de papel y el electrónico. Pero aquí es conveniente destacar que una cosa es una convivencia en papel hasta tanto todo el proceso sea sustituido por medios digitales y otra que esa convivencia se extienda porque los funcionarios, o los letrados o las partes no se animan a descartar todo duplicado en papel de un proceso que este ya en forma electrónica. Solo cuando el abandono del papel sea considerado necesario y no “provisorio” la justicia digital tendrá asegurado su lugar en la sociedad.


La digitalización de la justicia comienza generalmente con la autorización de la notificación digital, luego la incorporación de procedimientos que consientan a los funcionarios judiciales, letrados y partes a poder verificar en sitios especialmente establecidos para ello el estado de los procesos.


Luego viene la digitalización de la oficina judicial propiamente dicha que es el proceso más delicado pues debe contener todos los elementos de la seguridad informática y la nueva rapidez procesal.  Aquí se diferencian los procesos y puede percibirse mejor cuanto pueden contar con la informatización del gobierno electrónico.  Esta parte requiere necesariamente la reorganización de las oficinas llevando hacia un tipo de trabajo en equipo donde el juez sea líder por posición, conocimiento y actitud.


Luego se pasa a otras oficinas judiciales: las de los fiscales, por ejemplo, la de los defensores, según el fuero, la de notificaciones cuando aun no sean ya integradas en las oficinas judiciales propiamente dichas,


Luego hay que pensar a la filmación de las audiencias, de tal manera que también estas sean en definitiva información contenida en documentos electrónicos que pueden ser evocadas todas las veces que se desee o necesite incluyendo el momento importante de la decisión o sentencia.


La incorporación de una nueva mentalidad sistémica permitirá también automatizar todos los pasos que se den para la resolución del conflicto en cualquiera de las instancias en que se encuentra.


Otro tanto deberán hacer los abogados para esta al paso con el progreso digital de los juzgados: también aquí deberán iniciar por garantizar las notificaciones expedidas y recibidas y para ello consideramos de enorme importancia la función de los Colegios sea en la formación sea en las atribuciones que pueden arrogarse como Autoridades locales de Certificación y de registro de la firma digital.


Todo deberá hacerse teniendo muy presente la jurisdicción y el fuero pues del respecto de esas diferencias nacerá la confianza en el proceso digital.


Finalmente vendrá la etapa más difícil (que puede ser concomitante con la informatización propiamente dicha) que consiste en el reemplazo de todos los expedientes existentes, o los que se quiera realizar poniendo una fecha razonable hacia atrás,  en expedientes digitalizados al fin que el papel desaparezca por completo de la vida judicial. Solo en ese momento cuando no exista ninguna posibilidad de aferrarse a un expediente en papel, la digitalización de la justicia estará a salvo de escaramuzas, zancadillas y auto consuelos.  Siendo el único sistema vigente deberá, por fuerza funcionar,  y tendrá – en todo caso – todos los riesgos de error que acompaña a las empresas humanas.


Es un largo camino lleno de dificultades porque significa un cambio radical de cultura, llevará tiempo y mucha paciencia para hacer compatibles sistemas que nacieron diferentes.







� Distinguiendo entre “acceso a Justicia”  y “acceso a la Justicia”


� Por el contrario fieles a aquel chiste: “¿ - Uds. No tenían calculadora, MP3,  Penn drive,  Internet… que usaban en la escuela?  - La cabeza”.	





� En el mayo  francés se cantaba “lo queremos todo ahora” y todavía las masas – aun de estudiantes – estaban lejos de las computadoras.


� Contra factum non valet argumentum


� Ludwig von Bertalanffy fue un � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Bi%C3%B3logo" \o "Biólogo" �biólogo� y � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Fil%C3%B3sofo" \o "Filósofo" �filósofo� austríaco, reconocido fundamentalmente por su � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Teor%C3%ADa_de_sistemas" \o "Teoría de sistemas" �teoría general de sistemas�, , General System theory: Foundations, Development, Applications, New York: George Braziller, revised edition 1976: � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Especial:FuentesDeLibros/0807604534" �ISBN 0-8076-0453-4�, pero de 1968.


� Maestro indiscutido en Argentina de la teoría sistémica � HYPERLINK "http://en.wikipedia.org/wiki/International_Encyclopedia_of_Systems_and_Cybernetics" \o "International Encyclopedia of Systems and Cybernetics" �International Encyclopedia of Systems and Cybernetics�, edited by Charles François, München: K. G. Saur. The Academic board of this Encyclopedia includes members such as: � HYPERLINK "http://en.wikipedia.org/wiki/John_N._Warfield" \o "John N. Warfield" �John N. Warfield�, � HYPERLINK "http://en.wikipedia.org/wiki/Robert_Trappl" \o "Robert Trappl" �Robert Trappl�, � HYPERLINK "http://en.wikipedia.org/wiki/Ranulph_Glanville" \o "Ranulph Glanville" �Ranulph Glanville�, � HYPERLINK "http://en.wikipedia.org/wiki/Anthony_Judge" \o "Anthony Judge" �Anthony Judge�, � HYPERLINK "http://en.wikipedia.org/w/index.php?title=Markus_Schwaninger&action=edit&redlink=1" \o "Markus Schwaninger (page does not exist)" �Markus Schwaninger�, � HYPERLINK "http://en.wikipedia.org/w/index.php?title=Heiner_Benking&action=edit&redlink=1" \o "Heiner Benking (page does not exist)" �Heiner Benking�, � HYPERLINK "http://en.wikipedia.org/w/index.php?title=Matjaz_Mulej&action=edit&redlink=1" \o "Matjaz Mulej (page does not exist)" �Matjaz Mulej�, and � HYPERLINK "http://en.wikipedia.org/wiki/Gerhard_Chroust" \o "Gerhard Chroust" �Gerhard Chroust�. (2nd volume 2004)


� Esto puede obtenerse en el organismo encargado y por medios electrónicos www.jgm.gov.ar


� Uno de los primeros antecedentes sobre gobierno electrónico se dio en Dinamarca, en la década de los 70, cuando diversos municipios se organizaron para compartir información mediante sistemas informáticos


� Ley 25.326 de Protección de Datos Personales


� Autoriza la prueba de documentos por todos los medios posibles, incluyendo testigos.  También  la Civil Evidence Act inglesa de 1986.


� el artículo 3 de la misma dice que ¨ Cuando la ley requiera una firma manuscrita, esa exigencia también queda satisfecha por una FD. Este principio es aplicable a los casos en que la ley establece la obligación de firmar o prescribe consecuencias por su ausencia”


�  Argentina tiene un sitio de gobierno electrónico en � HYPERLINK "http://www.argentina.gob.ar" �http://www.argentina.gob.ar�, como indicado


� En estos días fracaso un nuevo tentativo de digitalizar todos los expedientes del FBI norteamericano con el sistema Sentinel.  Hace desde el 2001 que la Agencia Federal trata de poner en línea todos sus expedientes. 


� http://www.infojus.gov.ar/


� “Este es un servicio abierto a la comunidad de Internet para todas aquellas personas que deseen contar con un Certificado Digital o Certificado de Clave Pública para firmar experimentalmente sus correos electrónicos. Tenga en cuenta que esta Autoridad Certificante emite certificados de correo electrónico, por lo cual únicamente verificará la existencia y disponibilidad de la dirección de mail desde la cual se efectuó la solicitud, pero en ningún caso verificar´ la identidad de quien lo solicita. El equipo de Firma Digital de la Subsecretaría de la Gestión Pública espera de esta forma impulsar el uso de la firma digital en nuestro país estableciendo un punto de partida que permita motivar el cambio tecnológico-cultural que esta tecnología implica” http:/ca.sgp.gov.ar/eMail/principal.html. 


� Algunos ejemplos de proveedores de servicios de solución en línea de conflictos son: Square Trade (https://www.squaretrade.com/) un sistema de solución de controversias para el sitio de subastas en línea eBay. ECODIR – Electronic Consumer Dispute Resolution (Solución de conflictos para el consumidor Electrónico http://www.ecodir.org). Arbitraje en línea de la A.A.A. (American Arbitration Association, Asociación Americana de Arbitraje http://www.adr.org).


� Reino Unido: Proyecto "Government Gateway" El proyecto impulsado por el gobierno británico permite a los ciudadanos efectuar trámites en línea ante la administración pública utilizando certificados digitales para su identificación. Los certificados utilizados cuentan con aprobación gubernamental. España: Proyecto "Salud en la red" del Ministerio de Sanidad. El objetivo de la iniciativa es brindar contenidos y formación en Internet para los profesionales de la salud y facilitar a los usuarios del Sistema Nacional de Salud el acceso a la información sanitaria utilizando la firma electrónica. Es el primer paso para la creación de la Historia Clínica Electrónica


� Adhocracia es la ausencia de � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Jerarqu%C3%ADa" \o "Jerarquía" �jerarquía�, y es por tanto lo opuesto a � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Burocracia" \o "Burocracia" �burocracia�. Es una palabra híbrida entre � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Ad-hoc" \o "Ad-hoc" �ad-hoc� y el sufijo � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Poder" \o "Poder" �cracia�. El término se usa en la teoría de � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Gesti%C3%B3n" \o "Gestión" �gestión� de � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Organizaci%C3%B3n" \o "Organización" �organizaciones�. Todos los miembros de una � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Organizaci%C3%B3n" \o "Organización" �organización� tienen � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Autoridad" \o "Autoridad" �autoridad� para tomar decisiones y llevar a cabo acciones que afectan al futuro de la organización.


� En la monumental obra de Brasilia el recientemente fallecido Niemayer había concebido muchas cosas con respecto al comportamiento de los habitantes pero sorprendentemente no había caminos trazados a partir de la Central de Ómnibus.  La razón que me dieron me parece aplicable a este caso: luego, con el hacer, los ciudadanos determinaran ellos mismos los caminos más y mejores transitables.


� Algunos países,  entre ellos Argentina,  han comenzado este largo camino.


�  A nadie escapa la importancia de los juegos económicos que están detrás de estas certificaciones. No es casualidad que Europa haya sido obligada a aceptar la firma liviana y que los entes Certificadores raíces de países como Italia sean objeto de asalto.  Los productos que están en condición de distribuir con costos mínimos han costado millones y son objeto de codicia.


� Estos dispositivos se pueden clasificar según el modo de acceso a las datos que contienen: Acceso secuencial: en el acceso secuencial, el elemento de lectura del dispositivo debe pasar por el espacio ocupado por la totalidad de los datos almacenados previamente al espacio ocupado físicamente por los datos almacenados que componen el conjunto de información a la que desea acceder. Acceso aleatorio: en el modo de acceso aleatorio, el elemento de lectura accede directamente a la dirección donde se encuentra almacenada físicamente la información que se desea localizar sin tener que pasar previamente por la almacenada entre el principio de la superficie de grabación y el punto donde se almacena la información que se busca. Si retrocedemos en el tiempo, el primer soporte de datos fue la tarjeta perforada. Ésta empezó a ser utilizada en la industria textil, a través del ingeniero de J. Jacquard. El siguiente paso, la tarjeta perforada se utilizó para procesar datos.


� Decreto 724/2006, modificatorio de la reglamentación de la ley Nº 25.506.


� El sistema está vigente en Italia


� Opinión vertida por el especialista Ruben Calcaterra en diálogos privados y que compartimos


� Véase la ley 22.172


� Por ejemplo, en el fuero penal de la Capital Federal muchas de las citaciones se encomiendan a las comisarías por correo electrónico. Y se consultan registros, como el de la propiedad inmueble o automotor, a través de la red con claves que aseguran la autenticación de los fiscales que realizan las consultas


� Y no nos referimos a las conocidas redes de abogados especializados en algún tema como Bird & Bird,  sino redes de abogados argentinos que cubran gran parte del país e inclusive redes supra nacionales como la que han constituido “Garcia Lema, Entelman, Jauregui & Bougain, abogados, consorcio de cooperación”


� En estos días fracaso un nuevo tentativo de digitalizar todos los expedientes del FBI norteamericano con el sistema Sentinel.  Hace desde el 2001 que la Agencia Federal trata de poner en línea todos sus expedientes. 


� http://www.infojus.gov.ar/


� “Este es un servicio abierto a la comunidad de Internet para todas aquellas personas que deseen contar con un Certificado Digital o Certificado de Clave Pública para firmar experimentalmente sus correos electrónicos. Tenga en cuenta que esta Autoridad Certificante emite certificados de correo electrónico, por lo cual únicamente verificará la existencia y disponibilidad de la dirección de mail desde la cual se efectuó la solicitud, pero en ningún caso verificara´ la identidad de quien lo solicita. El equipo de Firma Digital de la Subsecretaría de la Gestión Pública espera de esta forma impulsar el uso de la firma digital en nuestro país estableciendo un punto de partida que permita motivar el cambio tecnológico-cultural que esta tecnología implica” http:/ca.sgp.gov.ar/eMail/principal.html. 


� La firma digital fue implementada por la Universidad de La Punta, en un nuevo y magnifico connubio entre necesidades  judiciales y potencialidades universitarias. 


� Acordada sobre las  Áreas de Digitalización y Gestión Electrónica dependiente de la Dirección de Informática y Tecnología. Creación. Funciones. Proceso de digitalización de los expedientes judiciales y administrativos. Implementación. Características.   10 de mayo del 2010.


� � HYPERLINK "http://www.gestionjudicial.net/home1.htm" �http://www.gestionjudicial.net/home1.htm�


� El Power Point lo realizo la dott.ssa Macchi del Istituto per la Documentazione Giuridica del Consejo Nacional de Investigaciones italiano que yo dirigía en esa época.


�  Soneto “que no conste en actas”  enviándome por Ariel Labrada


� Citado supra







